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PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 
NÚMERO 358 DE 2019 SENADO

por medio del cual se modifica el artículo 207 de la 
Constitución Política de Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. El artículo 207 de la Constitución 
Política quedará así:

Artículo 207. Para ser Ministro o Director de 
Departamento Administrativo, se requiere acreditar 
mínimo idoneidad moral, técnica y estudios 
universitarios respecto de aptitud, capacidad y 
competencia, para el ejercicio del cargo.

Artículo 2°. Vigencia. El presente acto legislativo 
rige a partir de su promulgación.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
1.	 Iniciativa
Los congresistas Senadores y Representantes a la 

Cámara individualmente y a través de las bancadas, 
en ejercicio de la iniciativa que le concede el 

artículo 154 de la Constitución Política, y el artículo 
140 de la Ley 5ª de 1992, presenta a consideración 
del Congreso de la República el proyecto de 
acto legislativo adjunto, de conformidad con las 
siguientes consideraciones.

2.	 Objeto
El proyecto de acto legislativo que se somete a 

consideración del Congreso de la República tiene 
como finalidad la inclusión de condiciones y 
características mínimas para altos funcionarios 
y servidores de la Rama Ejecutiva, en concreto, a 
quienes ejercerán cargos de Ministro y Directores 
de Departamento Administrativo, con el objeto de 
garantizar con idoneidad, academia y experiencia el 
ejercicio moral y ético de la función pública, y lograr 
mayor eficiencia y eficacia en la administración 
nacional, como epicentro de grandes decisiones.

3.	 Generalidades
En la mayoría de los países, el marco 

constitucional prevé requisitos básicos para ser 
designado como Ministro; por lo general, estos 
se refieren a la nacionalidad, la ciudadanía, la 
residencia y la edad. Además de estos requisitos, 
algunos países exigen otros de carácter específico 
como determinado grado de instrucción, la posesión 
de rentas, hablar dos idiomas oficiales o pertenecer 
al estado seglar. No obstante ello, en algunos de los 
casos la legislación ha establecido otros requisitos 
relacionados con el grado de instrucción, calidad 
moral, pertenecer al estado seglar, contar con el 
apoyo del parlamento, entre otros aspectos.

Así mismo la Carta Iberoamericana de la Función 
Pública establece la necesidad de lograr una función 
pública profesional y eficaz, lo cual se transforma 
en el objetivo de alcanzarla, y ella debe contar 
con el propósito de mejorar la institucionalidad ya 
existente.
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En Colombia, la inclusión de este principio en 
nuestra Carta Fundamental está estrechamente 
ligada a la creación del Régimen de la Función 
Administrativa, prevista en el capítulo V del mismo 
cuerpo normativo, el cual señala:

Artículo 209. La función administrativa está al 
servicio de los intereses generales y se desarrolla con 
fundamento en los principios de igualdad, moralidad, 
eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y 
publicidad, mediante la descentralización, la 
delegación y la desconcentración de funciones. (…), 
así, la función pública está sometida a un régimen 
con el cual se garantizan la eficacia y la eficiencia, 
en los servicios que brinda el Estado y por ende la 
práctica de los principios fundamentales en que se 
basa dicha actividad.

La necesidad de modernizar la administración 
pública, propósito que tiene como unos de sus ejes la 
evolución de las políticas públicas relacionadas con 
la gestión del talento humano, cobra una importancia 
fundamental: Entender las competencias como el 
conjunto de habilidades que determinan la idoneidad 
de las personas para desempeñar un empleo o cargo.

Así pues, la “idoneidad y academia” se refieren 
a la aptitud o capacidad para desempeñar una 
función o realizar una tarea. En el caso del Régimen 
de Servicio Civil, comprende la capacidad para 
desempeñar un puesto específico o una serie de 
puestos de características similares. Ello explica por 
qué no es posible contar con una definición legal 
de los términos, pues su contenido dependerá, en 
cada caso concreto, de las características peculiares 
del cargo a ocupar y del perfil requerido para 
llenarlo, compuesto por aquellas condiciones éticas, 
académicas, de experiencia o morales que debe 
poseer el aspirante y/o titular del puesto, aspectos 
que únicamente pueden ser determinados, tomando 
como parámetro las necesidades del servicio público.

En términos de moralidad y eficacia, nada 
desacredita más una gestión gubernativa o 
administrativa que los nombramientos arbitrarios, 
y estos lo son cuando los nombrados carecen de 
idoneidad moral y técnica (entendida esta última 
como la academia y la experiencia), sobre todo moral; 
además de implicar una transgresión constitucional, 
causa sensación de injusticia en el espíritu público. 
Sus primeras consecuencias son el rechazo de la 
opinión sensata. Luego desmoraliza a los que con 
idoneidad tienen derecho al cargo; en fin, contribuye 
a perturbar el orden disciplinario y administrativo. Se 
tiene de esto una deplorable experiencia en nuestro 
país, donde todo esto se olvida pronto y, lo que es más 
grave, se olvida a sabiendas como lo señala Rafael 
Bielsa en su obra “La moral política y administrativa”

Las exigencias actuales de la administración 
pública requieren que se avance más allá de los 
conocimientos técnicos y la especialización y que 
se tenga en cuenta la experiencia en el desempeño 
de una labor y la incorporación de todo tipo 
de capacidades, actitudes, aptitudes, rasgos de 
personalidad, entre otros; hoy estos enfoques se 

consideran muy importantes para el éxito de la 
gestión.

La profesionalización de todos los niveles de 
la administración pública iniciando en el nivel 
directivo, el cual se encuentra subordinado al poder 
político, es inminente. Este nivel es el encargado 
de diseñar, dirigir y orientar bajo las directrices del 
poder político, estrategias, procesos y desarrollos de 
las políticas públicas, así como producir y proveer 
servicios al ciudadano.

Los Ministros y Directores de Departamento 
son los Gerentes Públicos de mayor rango y es 
precisamente esta ubicación la que exige un alto 
nivel de cualificación moral, ético y, claro está, 
profesional. Este fenómeno es el que se conoce 
como la “profesionalización gubernamental”.

Lo anterior permitirá que se alcancen niveles 
superiores de eficacia y productividad de las 
organizaciones, así como ser capaces de transmitir una 
visión completa de lo que se quiere y del camino por 
recorrer para alcanzar los objetivos trazados desde la 
estrategia política, entendida como el nivel máximo 
de decisión y orientación del sistema público.

Por lo anterior el principio de idoneidad 
comprobada cumple, entonces, una doble función: Por 
un lado, permite a los designados en ocupar un puesto 
público competir en condiciones de igualdad y decoro 
con respecto al cargo que se ostentará, y, de otra parte, 
permite que se nombre en los puestos públicos de alta 
dignidad a las personas más aptas para desempeñarlos, 
con lo cual se busca cumplir con el deber de eficiencia 
en la actuación de la Administración Pública en la 
consecución de los fines estatales.

CÁMARA DE REPRESENTANTES
SECRETARÍA GENERAL

El día 1° de abril del año 2019 ha sido 
presentado en este despacho el Proyecto de Acto 
Legislativo número 358 de 2019 Cámara, con su 
correspondiente exposición de motivos, por los 
honorables Representantes Martha Villalba, Jorge 
Burgos, Faber Muñoz, Esteban Quintero, Emeterio 
Montes y otros.

El Secretario General,
Jorge Humberto Mantilla Serrano.
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PROYECTO DE LEY NÚMERO 359 DE 2019 
CÁMARA

por medio del cual se plantean las bases para una 
política migratoria y se dictan otras disposiciones.

Bogotá, D. C., 2 de abril de 2019
Señor
ALEJANDRO CARLOS CHACÓN
Presidente 
Cámara de Representantes 
Ciudad
Asunto: Radicación Proyecto de ley número 

359 de 2019 Cámara, por medio del cual se 
plantean las bases para una política migratoria y se 
dictan otras disposiciones.

Honorable Presidente:
De conformidad con lo establecido en la Ley 5ª 

de 1992, se presenta a consideración de la Honorable 
Cámara el siguiente proyecto de ley, por medio 
del cual se plantean las bases para una política 
migratoria y se dictan otras disposiciones.

Atentamente, 

TEXTO PROPUESTO AL PROYECTO DE 
LEY NÚMERO 359 DE 2019 CÁMARA

por medio del cual se plantean las bases para una 
política migratoria y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

CAPÍTULO I
Generalidades

Artículo 1°. Objeto. Establecer los parámetros 
de la Política Migratoria Integral en Colombia, 
conforme a lo establecido en la Constitución Política, 
los tratados y convenios internacionales ratificados 
y vigentes en Colombia.

Artículo 2°. Ámbito de Aplicación. Lo dispuesto 
en esta ley se entenderá, en todo caso, sin perjuicio 
de lo establecido en leyes especiales, tratados y 
acuerdos internacionales en los que Colombia sea 
parte.

Artículo 3°. Principios. La Política Migratoria 
Integral en Colombia se regirá por los siguientes 
principios:

a)	 Principio de igualdad. Abarca todo el 
accionar del Estado por el respeto y garantía 
de los Derechos Humanos sin distingo de 
sexo, raza, color, nacionalidad, idioma, 
religión, posición económica u opinión 
política.

b)	 Principio de protección a grupos 
vulnerables. Con el fin de tomar medidas 
con enfoque diferencial sobre aquellos 
sujetos de especial protección constitucional 
como son: los niños, niñas y adolescentes, 
las mujeres, las comunidades indígenas 
binacionales, personas con discapacidad, 
comunidad LGBT, adultos mayores y en 
general personas que se encuentran en una 
situación de vulnerabilidad mayor.

c)	 Principio del interés superior del niño, 
niña y adolescente. Las políticas migratorias 
deben priorizar la evaluación, protección 
y consideración del interés superior de 
niños, niñas y adolescentes, quienes podrán 
participar, expresar su opinión y participar 
en todos los asuntos que los afectan.

Conforme a instrumentos de protección de 
carácter nacional e internacional: Ley 1098/2006, 
Ley 1878/2018, Convenio de La Haya sobre los 
Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de 
Niños (Ley 173 de 1994).

d)	 Principio de respeto por los Derechos 
Humanos. Conforme a la Constitución 
Política, las leyes y los tratados internacionales 
de Derechos Humanos debidamente 
ratificados por el Estado, de conformidad 
con el artículo 93 de la Constitución. Lo 
anterior sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo 100 de la Constitución.

e)	 Principio de soberanía: Las relaciones 
exteriores de Colombia se fundan en la 
soberanía nacional, en el respeto a la 
autodeterminación de los pueblos y en el 
reconocimiento de los principios del derecho 
internacional aceptados por Colombia. Es 
potestad del Estado autorizar, rechazar o 
suspender el ingreso, permanencia y salida 
de extranjeros del territorio nacional.

f)	 Principio de reciprocidad: El Estado será 
garante e impulsor de la reciprocidad en 
el trato con otros estados, amparado en el 
Derecho Internacional y en la aplicación 
proporcional del mismo, sin que en algunos 
casos su alcance sea necesariamente idéntico.

g)	 Principio de proporcionalidad: Para las 
medidas sancionatorias y el ejercicio de las 
funciones de las autoridades migratorias se 
aplicará el principio de proporcionalidad.

h)	 Principio de Unidad Familiar: La familia 
como núcleo fundamental de la sociedad, 

P R O Y E C T O S  D E  L E Y



Página 4	 Jueves, 4 de abril de 2019	 Gaceta del Congreso  201

tiene derecho a recibir asistencia, apoyo 
y protección conforme a la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos de 
1948, artículo 16, la Convención Americana 
de Derecho Humanos de 1969 artículo 17, el 
artículo 44 de la Convención Internacional 
sobre la protección de los derechos de 
todos los trabajadores migratorios y de sus 
familiares. Este principio se ampara en el 
Derecho Internacional y no se limita a los 
nacionales.

i)	 Principio de no discriminación: El Estado 
adoptará todas las medidas que de manera 
transversal sean aplicables para suprimir 
todo acto de xenofobia o cualquier otra clase 
de acto discriminatorio hacia los migrantes.

j)	 Principio de Cooperación y Coordinación 
Internacional e Interinstitucional: El 
Estado reconoce que la migración es un 
fenómeno transnacional. Por tanto, en 
desarrollo de la política migratoria se deberá 
cooperar y coordinar internacional, regional 
y bilateralmente junto con otros Estados 
y sus propias instituciones para lograr los 
siguientes objetivos:

1.	 Promover movimientos migratorios seguros 
y ordenados, así como prevenir y eliminar 
los movimientos migratorios irregulares, 
reconociendo que los Estados pueden ser 
países de origen, de tránsito o de destino.

2.	 Garantizar la vida de los migrantes y tomar 
medidas para reducir los casos de migrantes 
desaparecidos.

3.	 Coordinar el manejo de las fronteras de 
manera integrada, facilitando el paso regular 
y seguro entre los Estados, previniendo 
la migración irregular y garantizando la 
seguridad de los Estados.

En virtud de este principio, las entidades públicas 
a nivel nacional deberán actuar de manera coordinada 
para la ejecución de las políticas migratorias en el 
marco de sus funciones y competencias. Así mismo, 
se garantizará un intercambio de información por 
parte de las entidades, con el fin de lograr una 
caracterización amplia de la población migrante en 
la región.

k)	 Principio de inclusión: La formulación de 
las políticas públicas migratorias deberá tener 
en cuenta el entendimiento de la realidad 
material de derechos de los migrantes y el 
estatus migratorio de las personas a las cuales 
se dirigen, con el fin de establecer enfoques 
diferenciales según sus necesidades. Además, 
su formulación y ejecución deberá contar 
con distintos sectores de la sociedad, tales 
como organizaciones civiles, asociaciones 
de migrantes (extranjeros o nacionales), la 
academia y demás actores sociales que el 
Estado considere necesarios. 

Artículo 4°. Conceptos. La Política Migratoria 
Integral deberá comprender los siguientes conceptos:

a)	 Asilo: Otorgamiento de protección por un 
Estado en su territorio a nacionales de otro 
Estado que huyen por temor de persecución 
o peligro grave. Engloba una serie de 
elementos, entre los cuales figuran la no 
devolución, el permiso para permanecer en 
el territorio del país de acogida y normas 
relativas al trato humano.

b)	 Deportación: Acto del Estado en el ejercicio 
de su soberanía mediante el cual envía a 
un extranjero fuera de su territorio, a otro 
lugar, después de rechazar su admisión 
o de habérsele terminado el permiso de 
permanecer en dicho Estado.

c)	 Documentos de viaje: El pasaporte es el 
documento aceptado internacionalmente 
como certificado y prueba de identidad y 
nacionalidad de una persona.

La visa es el permiso concedido por las 
autoridades de un país, que permite la 
legalización de la entrada o estadía de una 
persona o grupo de ellas de un país donde no 
se posea la nacionalidad o libre tránsito.

d)	 Extranjero: Persona que no ostenta la calidad 
de colombiano bien sea de nacimiento o por 
adopción y se encuentra dentro del territorio 
colombiano.

e)	 Migración: Movimiento de población sea 
cual fuere su tamaño, composición o sus 
causas hacia el territorio de otro Estado o 
dentro del mismo, incluye migración de 
refugiados, desplazados, desarraigados y 
migrantes económicos.

f)	 Migración espontánea: Persona o grupo de 
personas que inician y realizan sus planes 
de migración, sin asistencia. Es causada por 
factores negativos internos del país de origen 
y atractivos externos en el país de acogida. Se 
caracteriza por la ausencia de asistencia del 
Estado o de cualquier otro tipo de asistencia 
nacional o internacional.

g)	 Migración irregular: Flujo de personas que 
se desplazan al margen de las normas. Para 
los países de destino significa que es irregular 
el ingreso, la estadía o el trabajo. Para los 
países de envío, la irregularidad se observa 
en los casos en que la persona atraviesa 
una frontera internacional sin documentos 
de viaje o pasaporte válido o no llena los 
requisitos exigidos para salir del país.

h)	 Migración ordenada: Corresponde al 
movimiento de personas desde su lugar 
de residencia hacia otro, con el debido 
cumplimiento de la normativa que regula 
su salida del país de origen, el tránsito y el 
ingreso al país receptor o de tránsito.

i)	 Migración regular: Migración que se 
produce a través de canales regulares y 
legales.
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j)	 Migrante: Este término se aplica a las 
personas que van a otro país o región, con 
miras a mejorar sus condiciones sociales 
y materiales, sus perspectivas y las de sus 
familias.

k)	 Migrante calificado: Trabajador migrante 
que por sus competencias recibe un 
tratamiento preferencial en cuanto a su 
admisión en un país distinto al suyo. Por esas 
razones, está sujeto a menos restricciones en 
lo que respecta a la duración de su estadía en 
el país receptor, al cambio de empleo y a la 
reunificación familiar.

l)	 Migrante económico: Persona que habiendo 
dejado su lugar de residencia o domicilio 
habitual busca mejorar su nivel de vida, en un 
país distinto al de origen. Se usa para hacer 
referencia a personas que intentan ingresar 
en un país sin permiso legal y/o utilizando 
procedimientos de asilo de mala fe. Se aplica 
a las personas que se establecen fuera de su 
país de origen por la duración de un trabajo 
de temporada (cosechas agrícolas), llamados 
“trabajadores de temporada”.

m)	 Migrante irregular: Persona que, habiendo 
ingresado ilegalmente o tras vencimiento de 
su visado, deja de tener estatus legal en el país 
receptor o de tránsito. Aplica a los migrantes 
que infringen las normas de admisión del 
país o cualquier otra persona no autorizada a 
permanecer en el país receptor.

n)	 Migrante pendular: Persona que se mueve 
entre los dos países en zona de frontera 
regularmente para estudiar, trabajar o 
comprar víveres.

o)	 Migrante por salud: Persona que deja su 
lugar de residencia o domicilio por razones 
de salud, con el fin de que se le presten 
servicios médico-asistenciales o preventivos.

p)	 Familia migrante: Personas casadas con 
migrantes o que mantengan con ellos una 
relación que, de conformidad con el derecho 
aplicable, produzca efectos equivalentes al 
matrimonio, así como a los hijos a su cargo 
y a otras personas a su cargo reconocidas 
como familiares por la legislación aplicable 
o por acuerdos bilaterales o multilaterales 
aplicables entre los Estados de que se trate.

q)	 Migrante en situación de tránsito: Persona 
que atraviesa las fronteras colombianas, con 
el fin de llegar a un tercer país, y no busca 
establecerse en el territorio colombiano.

r)	 Puestos de control migratorio: Son los 
lugares terrestres, fluviales, marítimos 
o aéreos que, de manera permanente o 
temporal, se encuentran autorizados para 
el ingreso y egreso de personas al territorio 
colombiano.

s)	 Refugiado: Persona que con fundados 
temores de ser perseguida por motivos de 

raza, religión, nacionalidad, pertenencia 
a determinado grupo social u opiniones 
políticas, se encuentre fuera del país de su 
nacionalidad y no pueda o, a causa de dichos 
temores, no quiera acogerse a la protección 
de tal.

Se considera también como refugiados a las 
personas que han huido de sus países porque su 
vida, seguridad o libertad han sido amenazadas por 
la violencia generalizada, la agresión extranjera, 
los conflictos internos, la violación masiva de los 
derechos humanos u otras circunstancias que hayan 
perturbado gravemente el orden público.

t)	 Remesa: Suma de dinero que devenga un 
inmigrante y posteriormente es remitida a su 
país de origen.

u)	 Repatriación: Regreso de personas a su país 
de origen con base en el deseo libremente 
expresado de regresar. Se funda en una 
decisión de los migrantes tomada libremente 
y con conocimiento de causa. La repatriación 
voluntaria puede ser organizada, si se hace 
por gobiernos interesados, y ACNUR o 
espontánea, si se hace por los mismos 
migrantes.

v)	 Retornado: Colombiano mayor de edad que 
ha permanecido en el extranjero por lo menos 
tres (3) años, inscrito en el Registro Único 
de Retornados, no tiene condenas vigentes 
en el exterior o en Colombia por delitos 
relacionados con tráfico y trata de personas, 
lavado de activos, tráfico de estupefacientes, 
tráfico de armas, violaciones al DIH y el 
DIDH, ni condenado por delitos contra la 
administración pública, y no tiene más de 
doce (12) meses residiendo en el territorio 
nacional después de haber retornado.

w)	 Retorno: Procedimiento mediante el cual, el 
migrante regresa desde el país receptor a su 
país de origen.

x)	 Retorno humanitario: Realizado por un 
colombiano por motivos de fuerza mayor 
o causas especiales. Considérense causas 
especiales aquellas que pongan en riesgo 
su integridad física, social, económica o 
personal y/o la de sus familiares, así como el 
abandono o muerte de familiares radicados 
con él en el exterior.

y)	 Retorno laboral: Es el retorno que realiza 
el colombiano a su lugar de origen con el fin 
de emplear sus capacidades, saberes, oficios 
y experiencias de carácter laboral adquiridas 
en el exterior y en Colombia.

z)	 Retorno productivo: Es el que realiza 
el colombiano para cofinanciar proyectos 
productivos vinculados al plan de desarrollo 
de su departamento y/o municipio de 
reasentamiento, con sus propios recursos o 
subvenciones de acogida migratoria.
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aa)	 Retorno voluntario: El regreso indepen-
diente o asistido al país de origen, de tránsito 
o a un tercer país basado en la libre voluntad 
de la persona que regresa.

bb)	Salvoconducto migratorio: Es el documento 
que expide la autoridad migratoria de 
carácter temporal a los extranjeros para 
regularizar su permanencia o salida del 
territorio colombiano.

cc)	 Trata de personas: La captación, el trans-
porte, el traslado, la acogida o la recepción 
de personas, recurriendo a la amenaza o al 
uso de la fuerza u otras formas de coacción, 
al rapto, al fraude, al engaño, al abuso de 
poder o de una situación de vulnerabilidad 
o a la concesión o recepción de pagos o 
beneficios para obtener el consentimiento de 
una persona que tenga autoridad sobre otra, 
con fines de explotación.

Parágrafo. Las categorías de migrantes 
anteriormente descritas no son excluyentes con 
otras formas de migración existentes y aquellas que 
internacionalmente aparezcan con el transcurso del 
tiempo.

CAPÍTULO II
Autoridades migratorias y espacios de 

concertación
Artículo 5°. Organismo rector. El Ministerio 

de Relaciones Exteriores, bajo la dirección del 
Presidente de la República, tiene como objeto, 
formular, planear, coordinar, ejecutar y evaluar 
la política exterior de Colombia, las relaciones 
internacionales y administrar el servicio exterior de 
la República.

Artículo 6°. Autoridad migratoria. La Unidad 
Administrativa Especial de Migración es la 
responsable de ejercer el control a ciudadanos 
nacionales y extranjeros en el territorio colombiano 
de manera técnica y especializada.

Artículo 7°. Los siguientes organismos 
participarán como entidades asesoras:

•	 La Comisión Segunda del Senado de la 
República, a través del Presidente o su 
delegado.

•	 La Comisión Segunda de la Cámara de 
Representantes, a través del Presidente o su 
delegado.

•	 El Sistema Nacional de Migraciones.
CAPÍTULO III

Migrantes colombianos
Artículo 8°. Colombianos migrantes. El 

Ministerio de Relaciones Exteriores deberá 
informar los derechos y obligaciones que tienen los 
colombianos al salir del país. Así mismo informar 
de las Misiones Diplomáticas y Oficinas Consulares 
de Colombia, acreditadas en el exterior, a las 
cuales podrán tener acceso en el país de acogida. 
Los nacionales colombianos en el exterior deberán 

inscribirse en el consulado, sin importan su situación 
migratoria.

La inscripción de los nacionales colombianos 
en el exterior no es requisito necesario para que el 
Estado les preste ayuda cuando así lo requieran.

Artículo 9°. Modifíquese la estructura orgánica 
del Ministerio de Relaciones Exteriores. El 
Ministerio de Relaciones Exteriores evaluará la 
creación del Viceministerio de Asuntos Migratorios.

Artículo 10. Modifíquese el artículo 2° de la Ley 
1465 de 2011, el cual quedará así:

Artículo 2°. El Sistema Nacional de Migraciones 
(SNM) deberá reunirse para acompañar la 
formulación, implementación y evaluación de 
planes, programas, proyectos y otras acciones 
encaminadas a fortalecer la política migratoria.

Artículo 11. Modifíquese el artículo 5° de la Ley 
1465 de 2011, el cual quedará así:

Artículo 5°. Conformación. El Sistema Nacional 
de Migraciones está integrado por:

1.	 El Ministro de Relaciones Exteriores o su 
delegado.

2.	 El Director de Migración Colombia o su 
delegado.

3.	 El Representante de los colombianos en el 
exterior.

4.	 El Ministerio de Trabajo, por intermedio de 
la Dirección de Movilidad Laboral.

5.	 La Mesa Nacional de la Sociedad Civil para 
las Migraciones.

6.	 El Ministerio de Educación Nacional.
7.	 El Ministerio de Salud y Protección Social.
8.	 El Ministerio Público, con participación de 

la Defensoría del Pueblo y la Procuraduría 
General de la Nación.

Artículo 12. El Ministerio de Relaciones 
Exteriores deberá establecer en un periodo no mayor 
a seis (6) meses contados a partir de la promulgación 
de la presente ley, la reglamentación del Sistema 
Nacional de Migraciones, la conformación de la 
Mesa Nacional de la Sociedad Civil y el mecanismo 
de elección de los representantes sectoriales.

El Ministerio de Relaciones Exteriores difundirá́ 
a través de sus sedes en el exterior la disposición que 
antecede.

Artículo 13. Del retorno. El Ministerio de 
Relaciones Exteriores coordinará, de acuerdo a 
la Ley 1565 de 2012, el retorno voluntario de los 
colombianos. Deberá poner a disposición programas 
y beneficios sostenibles para incentivar y acompañar 
al colombiano retornado, así como articulará a 
las entidades de gobierno que en sus enfoques 
institucionales y misionales tengan perspectiva 
migratoria.

El Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
deberá armonizar con el sector financiero el acceso 
a los servicios financieros a la población retornada 
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voluntariamente y fortalecerá los incentivos 
económicos, laborales o tributarios que permitan 
el retorno de colombianos en el extranjero. La 
información que provean las entidades en el marco 
de las políticas públicas que se desarrollen para 
coordinar el retorno de colombianos al país deberá 
ser actual y objetiva. En todo caso, el Estado 
respetará el derecho de los colombianos en el exterior 
a permanecer en el país donde se encuentren.

Artículo 14. El Ministerio de Educación opti-
mizará los recursos para priorizar los procesos de 
convalidación de títulos del exterior, de acuerdo 
con las nuevas tecnologías y estableciendo un canal 
expedito, dentro del marco normativo existente para 
este fin.

CAPÍTULO IV
Derechos y obligaciones de los extranjeros
Artículo 15. Derechos. Los derechos de los 

extranjeros serán interpretados a la luz de los 
Tratados Internacionales ratificados por el Congreso 
de la República. Primará el principio pro persona en 
la interpretación, en el sentido de que se garantizará 
el estándar más amplio de protección de los derechos.

Los extranjeros tendrán los mismos derechos 
civiles que se conceden a los colombianos y 
gozarán de las garantías atribuidas a los nacionales. 
Así mismo, los derechos políticos se reservan a 
los nacionales, pero la ley podrá conceder a los 
extranjeros residentes en Colombia el derecho al 
voto en las elecciones y consultas populares de 
carácter municipal o distrital, de conformidad con 
lo establecido en el artículo 100 de la Constitución 
Política.

Los derechos económicos, sociales y culturales 
de los extranjeros deberán ser garantizados en 
condiciones de igualdad, respetando el principio de 
progresividad y sin perjuicio de los límites legales 
que se impongan con base al artículo 100 de la 
Constitución.

En materia de expedición de visas, el Ministerio 
de Relaciones Exteriores deberá actuar conforme 
a la Resolución 6045 de 2017 o las normas que la 
modifiquen.

Artículo 16. La Unidad Administrativa Especial 
Migración Colombia deberá reglamentar las clases 
de permisos y permanencias, a los cuales pueden 
acceder los extranjeros, en un periodo no mayor a 
seis (6) meses contados a partir de la promulgación 
de la presente ley.

Artículo 17. Deberes. Los extranjeros deberán 
acatar la Constitución Política y la ley; respetar a 
las autoridades; ingresar y salir del país a través de 
los puestos de control migratorio; presentar ante las 
autoridades los documentos de viaje y de identidad; 
presentarse personalmente ante las autoridades 
migratorias al ser requerido mediante escrito, 
en los términos señalados en la correspondiente 
citación. Las demás obligaciones establecidas en la 
Constitución, en la presente ley y reglamento.

Artículo 18. La autoridad migratoria podrá 
autorizar el ingreso, salida o permanencia 
de extranjeros en Colombia, emitir permisos 
de permanencia temporal o residencia, sin el 
cumplimiento de los requisitos establecidos en esta 
ley, cuando las circunstancias especiales de un país 
o nacionalidad lo hagan necesario.

Artículo 19. Servicios migratorios. La autoridad 
migratoria es la entidad responsable de establecer 
los servicios migratorios y deberá difundirlos a 
través de sus canales de comunicación.

Artículo 20. La reincidencia en la infracción o 
el incumplimiento de lo estipulado por la autoridad 
migratoria dará lugar al inicio de la actuación 
administrativa que se establezca, con los agravantes 
del caso.

Parágrafo. La potestad sancionatoria adminis-
trativa está en cabeza del Estado y a través de ella 
busca garantizar el cumplimiento de los principios 
constitucionales. En materia migratoria, la Unidad 
Administrativa Especial Migración Colombia será la 
responsable en ejercicio de sus funciones y objetivo 
misional de determinar dichas sanciones.

Artículo 21. Con el fin de garantizar el debido 
proceso, todos los migrantes contarán con los 
siguientes derechos:

1.	 Derecho a una audiencia, sin demora con 
las debidas garantías ante un tribunal 
competente, independiente e imparcial.

2.	 Notificación previa en detalle de los cargos 
que se le imputan.

3.	 Derecho a no ser obligado a declararse 
culpable de los cargos que se le imputan.

4.	 Derecho a exponer sus razones y oponerse a 
los cargos en su contra.

5.	 Derecho a un traductor y/o intérprete.
6.	 Derecho a un abogado, y a reunirse en forma 

libre y privada con él.
7.	 Derecho de la defensa de interrogar a los 

testigos presentes en el tribunal y de obtener 
la comparecencia, como testigos o peritos, 
de otras personas que puedan arrojar luz 
sobre los hechos.

8.	 Derecho a ser notificado de las decisiones 
que le afecten y que estas estén debidamente 
motivadas.

9.	 Derecho a recurrir las decisiones que le 
afecten.

10.	 Derecho a recibir asistencia consular o 
diplomática.

CAPÍTULO V
Infracciones a la normativa migratoria, 
sanciones y procedimiento sancionatorio

Artículo 22. Infracción en materia migratoria. 
Se considera infracción en materia migratoria toda 
acción u omisión que constituya incumplimiento de 
las obligaciones de carácter general contenidas en el 
Decreto 1067 de 2015.
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Las infracciones migratorias se clasificarán en:
a)	 Leves. Se constituyen en infracciones leves las 

relacionadas con todos los incumplimientos 
que se dan respecto de las obligaciones de 
inscripción, trámite de registro, renovación y 
reporte por parte del extranjero.

b)	 Moderadas. Están determinadas por 
infracciones relacionadas con la desatención 
a los deberes y obligaciones migratorias de 
las personas naturales y jurídicas que tengan 
vínculo o relación con un extranjero.

c)	 Graves. Son aquellas relacionadas con la 
condición o situación migratoria irregular de 
un extranjero y su comportamiento frente a 
las obligaciones legales en el país.

d)	 Gravísimas. Aquellas que se derivan del 
incumplimiento del extranjero a decisiones 
administrativas impuestas por la autoridad 
migratoria, registrar informes o anotaciones 
en los archivos de las autoridades nacionales 
competentes o haber sido condenado en 
Colombia a pena de prisión cuya sentencia 
no contemple como accesoria la expulsión 
del territorio Nacional.

Artículo 23. Funciones de las sanciones en 
materia migratoria. Las sanciones administrativas 
en materia migratoria tienen una función preventiva, 
correctiva y compensatoria, para garantizar el 
cumplimiento de los fines esenciales del Estado 
previstos en la Constitución, los Tratados 
Internacionales, la ley y el Reglamento.

Artículo 24. Amonestación. Previo al inicio 
del procedimiento administrativo sancionatorio, 
la Unidad Administrativa Especial Migración 
Colombia podrá hacer un llamado de atención 
verbal o escrito al presunto infractor en procura 
del reconocimiento de su falta, su compromiso 
de no repetición y el acatamiento de las normas 
migratorias.

Este llamado de atención será facultativo y 
aplicará por una sola vez, en los siguientes términos:

a)	 Verbal a quien haya incurrido por primera 
vez en una infracción leve.

b)	 Escrito al extranjero en permanencia irregular 
que, con anterioridad al inicio del proceso 
administrativo sancionatorio, manifieste a la 
autoridad migratoria de manera expresa, libre 
de cualquier apremio su interés de abandonar 
el territorio nacional por sus propios medios. 
Para su cumplimiento se suscribirá acta de 
compromiso de salida voluntaria del país.

La autoridad migratoria adelantará las actividades 
de verificación para determinar el cumplimiento del 
compromiso suscrito por el infractor. La reincidencia 
en la infracción o el incumplimiento de lo estipulado 
dará lugar al inicio de la actuación administrativa 
respectiva, de conformidad con los principios de 
gradualidad, necesidad y proporcionalidad.

Parágrafo 1°. La amonestación escrita será 
reglamentada mediante acto administrativo expedido 
por la autoridad migratoria.

Parágrafo 2°. El uso inadecuado de la 
amonestación constituirá falta grave en los términos 
de la Ley 734 de 2002.

Artículo 25. Sanciones económicas. El Director 
de la Unidad Administrativa Especial Migración 
Colombia o sus delegados, de acuerdo con la ley 
y atendiendo la normativa vigente, podrá imponer 
o continuar cobrando las sanciones económicas 
necesarias para garantizar el cumplimiento de 
las obligaciones migratorias a quien incurra en 
infracciones leves y moderadas. Estas sanciones 
económicas se impondrán mediante resolución 
motivada contra la cual proceden los recursos en el 
efecto suspensivo.

Habrá lugar a las sanciones económicas en los 
siguientes eventos:

1.	 No presentarse ante la autoridad migratoria 
para el registro de visa; expedir o renovar 
la de cédula de extranjería, o registrar los 
menores.

2.	 No informar a la autoridad migratoria el 
cambio de empleador, actividad u ocupación; 
el cambio de residencia.

3.	 Negarse a presentarse ante la autoridad 
migratoria cuando ha sido requerido por los 
medios idóneos para tal fin.

4.	 Ingresar o salir del país sin el cumplimiento 
de los requisitos legales. No identificarse 
como nacional colombiano a su ingreso o 
salida del territorio nacional, ante la autoridad 
migratoria de conformidad a lo estipulado en 
el artículo 22 de la Ley 43 de 1993 o las leyes 
que la sustituyan, modifiquen o deroguen.

5.	 No reportar a la autoridad migratoria, a través 
de la herramienta tecnológica dispuesta para 
tal fin:

a)	 El ingreso y salida de los huéspedes 
extranjeros por parte de los establecimientos 
que prestan servicios de alojamiento y 
hospedaje.

b)	 El ingreso y salida de los arrendadores 
extranjeros por parte de dueños, adminis-
tradores, arrendatarios, tenedores y 
comodatarios de hoteles, pensiones, hostales, 
residencias, aparta hoteles, fincas, casas o 
apartamentos.

c)	 Los pacientes extranjeros que ingresen por 
servicios de urgencias y hospitalización, 
por parte de centros médicos, clínicas u 
hospitales, entre otros.

d)	 Los extranjeros que utilicen servicios de 
transporte nacional aéreo, marítimo, fluvial o 
terrestre en cualquier modalidad por parte de 
las personas naturales o jurídicas que operen 
ese servicio dentro del territorio nacional.

e)	 El ingreso y retiro del extranjero por parte 
de la entidad, federación, confederación, 
asociación, comunidad religiosa, u otra 
entidad de similar naturaleza.
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f)	 El ingreso y la terminación de la labor o 
actividad de un extranjero por parte de una 
entidad sin ánimo de lucro, Organización No 
Gubernamental (ONG), misión diplomática 
u organismo internacional, de la cual hace o 
ha hecho parte.

g)	 La vinculación, contratación, empleo, 
admisión y terminación de labores de 
un extranjero, por parte de contratante o 
responsable del vínculo en Colombia.

h)	 Estudiantes extranjeros que participen en 
programas de educación básica, media, 
técnica, tecnológica, profesional o posgrados 
y cursos de educación continuada cuya 
duración supere los tres meses.

i)	 Extranjeros que participarán en un evento 
o espectáculo público, cultural o deportivo, 
por parte de los contratantes o empresarios.

6.	 Vincular, contratar, emplear, admitir o 
permitir desarrollar una labor, trabajo u oficio 
a un extranjero sin el cumplimiento de los 
requisitos migratorios, así como favorecer su 
permanencia irregular.

7.	 Ejercer profesión, ocupación u oficio distinto 
al autorizado o desarrollar actividades 
remuneradas sin una visa o permiso que así 
lo permita.

8.	 Permitir a un extranjero iniciar estudios 
superiores sin la correspondiente visa o 
permiso que así lo autorice.

9.	 Transportar extranjeros sin la documentación 
legal correspondiente a nivel nacional o 
internacional. Incumplir con la obligación de 
devolverlos cuando la autoridad migratoria 
imponga la medida de inadmisión, u 
obstaculizar su trasporte internacional 
cuando les haya sido impuesta una medida 
de deportación o expulsión.

10.	 Abstenerse de sufragar los gastos de regreso 
al país de origen o al último lugar de 
residencia del extranjero y sus beneficiarios 
que hayan ingresado al país con ocasión de 
la vinculación, empleo, trabajo, contratación, 
admisión, y que esta relación haya terminado; 
o cuando proceda la cancelación de la visa, 
la deportación o expulsión, sin perjuicio de 
las sanciones legales a que haya lugar.

11.	 Incumplimiento de las demás obligaciones 
contenidas en el acto administrativo expedido 
por la autoridad migratoria, que reglamente 
la presente ley.

Parágrafo 1°. Los términos de reporte por parte 
de los sujetos obligados serán fijados mediante acto 
administrativo expedido por la autoridad migratoria.

Parágrafo 2°. Excepcionalmente, cuando 
concurran circunstancias asociadas a fuerza mayor, 
caso fortuito, fuerza insuperable o error invencible, 
la deportación por permanencia irregular podrá 
conmutarse por una sanción económica, caso en el 
cual se considerará como infracción leve.

Parágrafo 3°. Los operadores aéreos darán 
prelación a los requerimientos de la autoridad 
migratoria durante la ejecución de las medidas 
administrativas.

Artículo 26. Del valor de las multas. Los montos 
de las sanciones impuestas por infracciones leves 
oscilarán entre medio (1/2) y cuatro (4) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes y, para las 
sanciones moderadas, estarán entre un (1) y 
quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes.

Artículo 27. Deportación. El Director de 
la Unidad Administrativa Especial Migración 
Colombia de manera motivada podrá ordenar la 
deportación del extranjero que esté incurso en 
infracciones graves, salvo en los eventos en los 
cuales se conceda Orden de Salida Voluntaria del 
País. Contra dicho acto administrativo proceden los 
recursos del procedimiento administrativo.

Habrá lugar a deportación en los siguientes 
eventos:

1.	 Abstenerse de cancelar la sanción eco-
nómica que le haya sido impuesta por la 
Unidad Administrativa Especial Migración 
Colombia o cuando transcurran más de 
dos meses desde la ejecución del acto 
sancionatorio sin que haya efectuado un 
abono a la obligación.

2.	 Encontrarse en permanencia irregular en 
los términos previstos en la presente ley 
o incurrir en alguna de las causales de 
inadmisión o rechazo.

3.	 Ser objeto de quejas constantes que afectan 
la convivencia social o tranquilidad pública 
o que haya sido sancionado por incurrir en 
comportamientos contrarios a la convivencia.

Parágrafo 1°. El extranjero que haya sido 
deportado solo podrá ingresar al territorio nacional 
una vez transcurrido el término de la sanción, la cual 
oscilará en un mínimo de seis (6) meses y máximo 
cinco (5) años, previa expedición de la visa otorgada 
por las Oficinas Consulares de la República.

Artículo 28. Deportación como consecuencia 
de decisiones de negación o cancelación de la 
visa. La Unidad Administrativa Especial Migración 
Colombia ejecutará de manera inmediata la medida 
de deportación, cuando la permanencia irregular 
del extranjero sea producto de la negación o 
cancelación de una visa, o cuando el extranjero no 
haya abandonado el país dentro de los treinta (30) 
días calendario siguientes a partir de la notificación 
de las respectiva negación o cancelación, siempre 
y cuando no tenga un Permiso de Ingreso y 
Permanencia vigente.

De igual manera procederá la autoridad migratoria 
cuando el extranjero haya suscrito mediante acta 
la salida voluntaria del país en los términos de la 
presente ley y no haya abandonado el territorio 
colombiano en el término establecido en las normas 
vigentes. Contra la decisión de deportación de que 
trata este artículo, no procederá recurso alguno.
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Artículo 29. De la expulsión. El Director de 
la Unidad Administrativa Especial Migración 
Colombia, o sus delegados, sin perjuicio de las 
sanciones penales a las que hubiere lugar, podrá 
ordenar, de manera motivada, la expulsión del 
territorio nacional del extranjero que incurra en 
infracciones gravísimas.

Habrá lugar a expulsión en los siguientes eventos:
1.	 Abstenerse de dar cumplimiento a la 

resolución de deportación dentro del término 
establecido en el salvoconducto para salir 
del país, o regresar al país antes del término 
de prohibición establecido en la misma o sin 
la correspondiente visa.

2.	 Haber sido condenado en Colombia a pena 
de prisión cuya sentencia no contemple como 
pena accesoria la expulsión del territorio 
Nacional.

3.	 Realizar actividades que atenten contra la 
salud pública, el orden público o la seguridad 
pública.

4.	 Informes de inteligencia que indiquen que 
representa un riesgo para la defensa y la 
seguridad nacional, en concordancia con lo 
dispuesto en la Ley Estatutaria 1621 de 2013.

5.	 Registrar antecedentes judiciales o cuando 
se haya comunicado por autoridad extranjera 
al Estado colombiano que en contra de la 
persona se ha dictado en ese país providencia 
condenatoria o una orden de captura, o se 
encuentre registrado en los archivos de 
Interpol.

b.	 Cuando esté documentado fraudulentamente 
o haga uso del mismo, como nacional 
colombiano o de otro país o cuando obtenga 
visa mediante fraude o simulación, formule 
declaración falsa en la solicitud de visa 
o en desarrollo de los procedimientos 
administrativos adelantados por las 
autoridades migratorias, así como cuando 
presente documentos que induzcan a error 
al Ministerio de Relaciones Exteriores o a la 
autoridad migratoria para su ingreso, salida, 
legalización, control y registro.

Contra el acto administrativo que imponga la 
medida de expulsión procederá los recursos de sede 
administrativa, los cuales se concederán en el efecto 
suspensivo, excepto las medidas que se adopten en 
relación con los numerales 4, 5 y 6, los cuales se 
resolverán de plano en concordancia con lo señalado 
en el artículo 44 de la Ley 1437 de 2011.

El extranjero que haya sido expulsado solo podrá 
ingresar al territorio nacional una vez transcurrido 
el término de la sanción que establezca la resolución 
respectiva, que no debe ser inferior a cinco (5) 
años, previa expedición de la visa otorgada por las 
Oficinas Consulares de la República.

Artículo 30. De la expulsión como pena 
accesoria. Cuando la expulsión se decrete como 
pena accesoria mediante sentencia ejecutoriada, 
el Director de la Unidad Administrativa Especial 

Migración Colombia, o sus delegados, una vez 
cumplida la pena principal, mediante auto, darán 
cumplimiento a la expulsión del extranjero y harán 
las comunicaciones respectivas al Ministro de 
Relaciones Exteriores y al despacho judicial que 
dictó la medida.

Contra este acto administrativo no procede 
recurso alguno.

Artículo 31. Traslado para procedimiento 
migratorio. Un extranjero podrá ser trasladado en 
cualquier momento por la Autoridad Migratoria a las 
instalaciones de la Unidad Administrativa Especial 
Migración Colombia cuando se haga necesario 
verificar su identidad y/o situación de permanencia 
en el territorio nacional, o con el fin de establecer 
la procedencia de un procedimiento administrativo 
habiendo sido requerido para el mismo.

El extranjero que sea objeto de traslado para 
procedimiento migratorio podrá estar en custodia 
preventiva por parte de la autoridad migratoria hasta 
por treinta y seis (36) horas en una sala transitoria, 
garantizándose en todo momento sus derechos como 
migrante, a fin de determinar la procedencia de la 
medida administrativa de deportación o expulsión, 
sin perjuicio de la ejecución de la medida que a 
consecuencia se haga efectiva.

Artículo 32. De la ejecución de la medida 
migratoria. Las autoridades migratorias colom-
bianas podrán dejar al extranjero afectado con las 
medidas de inadmisión, deportación o expulsión 
a disposición de las autoridades del país de su 
nacionalidad de origen, del último país donde hizo 
su ingreso a Colombia o de un tercero que lo acoja 
o requiera.

Se entenderá que el extranjero ha cumplido 
la sanción de deportación y/o expulsión cuando 
se ha comprobado que ha permanecido fuera del 
territorio nacional durante el término estipulado en 
la resolución administrativa.

Artículo 33. Cancelación de la visa. La 
deportación o expulsión produce la cancelación de 
la visa de la cual el extranjero sea titular.

Artículo 34. Titularidad de la potestad 
sancionatoria en materia migratoria. La potestad 
sancionatoria administrativa está en cabeza del 
Estado y a través de ella busca garantizar el 
cumplimiento de los principios constitucionales que 
gobiernan la función pública. En materia migratoria, 
la ejerce a través la Unidad Administrativa Especial 
Migración Colombia en ejercicio de sus funciones y 
objetivo misional.

Artículo 35. Principios rectores. Son aplicables 
al procedimiento sancionatorio migratorio los 
principios constitucionales y legales que rigen las 
actuaciones administrativas: Legalidad, presunción 
de inocencia, igualdad, proporcionalidad, 
razonabilidad, imparcialidad, buena fe, publicidad, 
transparencia, eficacia, celeridad, economía.

Artículo 36. Formas de iniciar las actuaciones 
administrativas en materia migratoria. Las actuaciones 
administrativas en materia migratoria podrán iniciarse:



Gaceta del Congreso  201	 Jueves, 4 de abril de 2019	 Página 11

1.	 Por solicitud de cualquier persona, quejas 
o denuncias presentadas ante la autoridad 
migratoria.

2.	 Por las autoridades o personas que obren 
en cumplimiento de una obligación o deber 
legal.

3.	 De oficio.
Artículo 37. Procedimiento administrativo 

verbal abreviado. Se tramitarán por el proceso 
verbal abreviado las infracciones leves de las que 
tenga conocimiento la autoridad migratoria, en las 
etapas siguientes:

1.	 Se podrá iniciar de oficio o como resultado 
de actividades de verificación migratoria.

2.	 Una vez identificado plenamente el presunto 
infractor, la autoridad migratoria informará 
de manera verbal de la falta cometida.

3.	 El presunto infractor tendrá derecho a ser 
oído en descargos.

4.	 A continuación, la autoridad migratoria 
presentará las pruebas y proferirá acto 
administrativo sancionatorio o de archivo.

Artículo 38. Procedimiento administrativo 
verbal. Se tramitarán por el proceso verbal abreviado 
las infracciones moderadas, graves y gravísimas de 
las que tenga conocimiento la autoridad migratoria, 
en dos etapas y de la siguiente forma:

Etapa Escrita:
1.	 Se podrá iniciar de oficio o como resultado 

de actividades de verificación migratoria.
2.	 Una vez identificado plenamente el presunto 

infractor (persona natural o jurídica), 
se expedirá auto de apertura y auto de 
formulación de cargos, el cual deberá 
ser notificado personalmente al presunto 
infractor.

3.	 Surtida la notificación, el día siguiente hábil, 
el presunto infractor tendrá tres (3) días 
hábiles para presentar sus descargos.

4.	 Presentados los descargos, el mismo día, 
la autoridad migratoria fijará fecha y hora 
para la realización de la Audiencia Única de 
Responsabilidad Migratoria, la cual deberá 
celebrarse dentro de los 5 días siguientes a 
su fijación; dicha decisión se le informará al 
interesado por medio de citación.

Parágrafo. Si el presunto infractor no se presenta 
a la audiencia sin comprobar la ocurrencia de caso 
fortuito o fuerza mayor, la autoridad migratoria 
tendrá por ciertos los hechos que dieron lugar a la 
causal de infracción migratoria y entrará a resolver 
de fondo, con base en las pruebas allegadas y los 
informes de las autoridades, salvo que la autoridad 
migratoria considere indispensable decretar la 
práctica de una prueba adicional.

En caso de inasistencia a la audiencia por parte del 
presunto infractor, se suspenderá el procedimiento 
por un término máximo de tres (3) días, dentro de 
los cuales aquel deberá aportar prueba sumaria de 

una justa causa de inasistencia, la cual, de resultar 
admisible por la autoridad migratoria, dará lugar a 
la programación de una nueva audiencia que será 
citada y desarrollada de conformidad con las reglas 
previstas en el presente artículo.

Etapa Oral:
5.	 La Audiencia de Responsabilidad Migratoria 

se adelantará de la siguiente forma:
a)	 Intervinientes. Además de la parte requerida, 

la persona natural o jurídica podrá concurrir 
a esta con apoderado.

b)	 Decisión sobre excepciones previas. 
Cuando el presunto infractor presente 
excepciones durante la Audiencia Única de 
Responsabilidad Migratoria, la autoridad 
administrativa decretará y practicará las 
pruebas estrictamente necesarias para 
resolver las excepciones previas y las 
decidirá de plano. Contra esta decisión no 
habrá lugar a recursos administrativos.

c)	 Decreto de pruebas. Si el presunto infractor 
solicita la práctica de pruebas adicionales, 
pertinentes y conducentes, y si la autoridad 
las considera viables o las requiere, las 
decretará, igualmente la autoridad podrá 
decretar de oficio las pruebas que requiera. 
Sobre la decisión que niegue la práctica de 
pruebas no procede recurso alguno.

d)	 Control de legalidad. La entidad ejercerá 
el control de legalidad para asegurar el 
acto administrativo decisorio y sanear los 
vicios que puedan acarrear nulidades u otras 
irregularidades de los actos administrativos 
proferidos, los cuales, salvo que se trate de 
hechos nuevos, no se podrán alegar en las 
etapas siguientes. La entidad revisará todas 
las actuaciones surtidas hasta el momento y, 
de ser necesario, rectificará y saneará las que 
correspondan.

e)	 Práctica de las demás pruebas. La autoridad 
procederá a realizar la práctica de las 
pruebas, cuando no se requiera suspender 
la diligencia. De requerirse suspender la 
audiencia, esta se reanudará dentro de los 
dos (2) días siguientes. Cuando se requieran 
conocimientos técnicos especializados, 
los servidores públicos del sector central y 
descentralizado del nivel territorial, darán 
informes por solicitud de la autoridad de 
Migratoria.

f)	 Alegatos. Practicadas las pruebas, se oirá 
el alegato de la parte, hasta por veinte (20) 
minutos, podrá la entidad otorgar un tiempo 
mayor a solicitud de la parte, atendiendo las 
condiciones del caso. Contra la decisión que 
resuelva esta solicitud no procede recurso 
alguno.

g)	 En la misma audiencia la autoridad 
migratoria valorará las pruebas y proferirá 
acto administrativo decisorio, aunque la 
parte o su apoderado no hayan asistido o 
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se hubieren retirado, la decisión quedará 
notificada en estrado.

6.	 Registro de lo actuado. La Audiencia 
Única de Responsabilidad Administrativa 
se grabará con ayudas audiovisuales o en 
cualquiera otro medio que ofrezca seguridad 
para el registro; de igual forma, se dejará 
constancia de lo actuado en acta escrita. El 
acta y la grabación harán parte integral y se 
incorporarán al expediente.

Artículo 39. Recursos. Contra el acto 
administrativo que ponga fin al procedimiento 
administrativo sancionatorio, proceden los recursos 
de reposición y, en subsidio, el de apelación ante 
el superior jerárquico o funcional, los cuales se 
solicitarán, concederán y sustentarán dentro de la 
misma audiencia.

El recurso de reposición se resolverá 
inmediatamente. El recurso de apelación se resolverá 
en el efecto suspensivo y dentro de la audiencia se 
remitirá al superior jerárquico o funcional dentro 
de los dos (2) días hábiles siguientes. El recurso de 
apelación se resolverá dentro de los ocho (5) días 
hábiles siguientes al recibo de la actuación.

Artículo 40. Vigencia. La presente ley empezará 
a regir a partir de la fecha de su publicación y deroga 
las disposiciones que le sean contrarias.

Atentamente,

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
MARCO NORMATIVO
Colombia hace parte de un acervo normativo 

internacional, regional y nacional que garantiza la 
implementación de la Política Integral Migratoria en 
Colombia.

•	 De orden internacional
Los instrumentos de orden internacional 

suscritos y ratificados por Colombia y relativos a 
la política migratoria constituyen un soporte del 
articulado de que tratan las bases de la política 
integral, garantizando así una unidad de conceptos 
que a través de organismos internacionales se han 
acordado, principalmente con base en la Declaración 
Universal de Derechos Humanos y en instrumentos 
de protección de carácter laboral, para refugiados, 
discriminación, unidad de familia, prevención y 
eliminación de toda clase de tortura o tratos crueles, 
o degradantes.

1.	 Declaración Universal de Derechos 
Humanos (1948)

2.	 Convenio de la OIT (núm. 97) relativo a los 
trabajadores migrantes (1949)

3.	 Convención relativa al Estatuto de los 
Refugiados (1951) y su Protocolo (1967)

4.	 Convención sobre Derechos Políticos de las 
Mujeres (1953)

5.	 Convención sobre la reducción de Apátridas 
(1961)

6.	 Convenio de la OIT (núm. 118) relativo a la 
igualdad de trato de nacionales y extranjeros 
en materia de seguridad social (1962)

7.	 Convención Internacional sobre la 
Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación Racial (1965)

8.	 Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos y su Protocolo Opcional (1966)

9.	 Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (1966)

10.	 Convenio de la OIT (núm. 143) sobre las 
migraciones en condiciones abusivas y la 
promoción de la igualdad de oportunidades y 
de trato de los trabajadores migrantes (1975)

11.	 Convención sobre la Eliminación de todas 
las formas de Discriminación en contra de 
las mujeres (1979)

12.	 Convenio para la protección de las personas 
con respecto al tratamiento automatizado 
de datos de carácter personal y otros 
instrumentos internacionales y comunitarios 
(1981)

13.	 Convenio de la OIT (núm. 157) sobre el 
establecimiento de un sistema internacional 
para la conservación de los derechos en 
materia de seguridad social (1982)
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14.	 Convención contra la Tortura y otros Tratos 
o penas Crueles, Inhumanos o Degradantes 
(1984)

15.	 Convención relativa a la Cooperación 
Internacional sobre la Asistencia 
Administrativa a los refugiados (1985)

16.	 Resolución 40/144 de la Asamblea General 
ONU - Declaración sobre los derechos 
humanos de los individuos que no son 
nacionales del país en que viven (1985)

17.	 Convención sobre los derechos del Niño 
(1989)

18.	 Convención Internacional sobre la 
Protección de los Derechos de todos los 
trabajadores Migrantes y Miembros de sus 
familias (1990)

19.	 Resolución de la Comisión de Derechos 
Humanos de la ONU 1999/44 - Derechos 
Humanos de los Migrantes (1999)

20.	 Convención de las Naciones Unidas contra 
la delincuencia Organizada Trasnacional 
(2000)

21.	 Protocolo de Palermo “Para prevenir, 
suprimir y castigar la Trata de Personas, 
especialmente Mujeres y Menores”, que 
complementa la Convención de las Naciones 
Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Trasnacional (2000)

22.	 Protocolo contra el Tráfico de Migrantes 
por tierra, mar y aire, que complementa la 
Convención de las Naciones Unidas contra 
la Delincuencia Organizada Trasnacional 
(2000)

23.	 Reglamento Sanitario Internacional (2005)
24.	 Convención Internacional sobre los derechos 

de las personas con discapacidad (2006)
25.	 Convención Internacional para la protección 

de todas las personas contra la desaparición 
forzada (2006)

26.	 Pacto Global para una Migración Segura, 
Ordenada y Regular (Naciones Unidas 
2018).

•	 De orden regional
Las disposiciones del orden regional están 

enfocadas a las necesidades de la población migrante 
en la zona. Principalmente concentran las directrices 
que se deben seguir en materia de asilo político, 
refugiados, prevención de tratos inhumanos, tráfico 
de personas en especial de menores y mujeres.

1.	 Convención de los Estados Americanos 
sobre Asilo Político (1935)

2.	 Tratado de los Estados Americanos sobre 
Asilo Político y Refugio (1939)

3.	 Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes del Hombre (1948)

4.	 Convención Interamericana sobre Asilo 
Territorial (1954)

5.	 Convención Interamericana sobre Asilo 
Diplomático (1954)

6.	 Convención Americana sobre Derechos 
Humanos: “Pacto de San José de Costa 
Rica”. (1969)

7.	 Declaración de Cartagena sobre Refugiados 
(1984)

8.	 Convención Interamericana para prevenir y 
sancionar la tortura (1986)

9.	 Convención Interamericana sobre tráfico 
internacional de menores (1994)

10.	 Convención Interamericana sobre 
desaparición forzada de personas (1994)

11.	 Convención Interamericana sobre la 
Prevención, Castigo y Erradicación de la 
Violencia contra las Mujeres (1994)

12.	 Protocolo Adicional a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos en el 
Área de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales: “Protocolo de San Salvador” 
(1998)

13.	 Declaración de Río de Janeiro sobre la 
institución del Refugio (2000)

14.	 Opinión Consultiva sobre Condición jurídica 
y Derechos de los Migrantes Indocumentados 
de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (2003)

15.	 Declaración y Plan de Acción de México 
para Fortalecer la Protección Internacional 
de los Refugiados en América Latina (2004)

16.	 Declaración de Brasilia sobre la Protección 
de Personas Refugiadas y Apátridas en el 
Continente Americano (2010).

•	 Comunidad Andina
Estos instrumentos, también de carácter regional, 

son aún más específicos, tendientes a implementar las 
decisiones de los países miembros, asociados y del 
país observador, España. Esta normativa propende 
por fortalecer la solidaridad subregional y reducir 
las diferencias y promover el buen trato recíproco 
entre países miembros en materia migratoria.

1.	 Decisión 397 - Uso de la Tarjeta Andina 
Migratoria (1996)

2.	 Decisión 398 - Transporte Internacional de 
Pasajeros por Carretera (1997)

3.	 Decisión 399 - Transporte Internacional de 
Mercancías por Carretera (1997)

4.	 Decisión 459 - Política Comunitaria para la 
Integración y el Desarrollo Fronterizo (1999)

5.	 Decisión 501 - Zona de Integración 
Fronteriza (2001)

6.	 Decisión 502 - Centros Binacionales de 
Atención en Frontera – CEBAF (2001)

7.	 Decisión 503 - Reconocimiento de 
documentos nacionales (2001)

8.	 Decisión 504 - Pasaporte Andino (2001)
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9.	 Decisión 525 - Características técnicas 
específicas mínimas de nomenclatura y 
seguridad del Pasaporte Andino (2001)

10.	 Decisión 526 - Ventanillas Entrada 
Aeropuertos (2002)

11.	 Decisión 529 - Crea el Comité Andino para 
la Prevención y Atención de Desastres

12.	 Decisión 545 - Instrumento Andino de 
Migración Laboral (2003)

13.	 Decisión 548 - Mecanismo andino de 
cooperación en materia de asistencia y 
protección consular y asuntos migratorios 
(2003)

14.	 Decisión 561 - Modificación de la Decisión 
398 transporte internacional de pasajeros 
por carretera (condiciones técnicas para la 
habilitación y permanencia de los omnibuses 
o autobuses en el servicio) (2003)

15.	 Decisión 583 - Sustitución de la Decisión 
546, Instrumento Andino de Seguridad 
Social (2004).

16.	 Decisión 750 - Sistema Estadístico de la 
Tarjeta Andina de Migración (2011)

17.	 Decisión 755 - Sistema de Información 
Estadística sobre las Migraciones en la 
Comunidad Andina (2011)

18.	 Decisión 768 - Sistema de Información de 
Estadísticas de Turismo de la Comunidad 
Andina (2011)

19.	 Resolución 1507 de la Secretaría General 
- Publicación del Acuerdo de Colombia 
y Ecuador para ampliación de la Zona de 
Integración Fronteriza Colombo-Ecuatoriana 
para efectos turísticos a la totalidad de cada 
uno de los territorios nacionales de ambos 
Países Miembros, así como las Notas 
Reversales que contienen dicho Acuerdo 
(2012).

•	 De orden Nacional
En el ámbito local, se deben tener en cuenta los 

principios consagrados en la Constitución Política 
de Colombia y, en general, en la legislación interna. 
Las bases de la política integral migratoria se deben 
contemplar dentro de una adaptación normativa 
conforme a las exigencias que día tras día presenta 
la comunidad internacional en un entorno en el que 
la migración es cada vez más dinámica y los países 
deben demostrar una capacidad de respuesta más 
apropiada.

La legislación colombiana propende por la 
protección de los derechos humanos, la integridad 
de niños, niñas y adolescentes, garantizando así la 
prevención de trata, explotación y turismo sexual. 
Así mismo, facilitar el acceso a trámites para los 
colombianos en el exterior.

1.	 Constitución Política de Colombia (1991). 
En su Artículo 93 establece que los tratados 
y convenios internacionales ratificados por 
el Congreso, que reconocen los derechos 

humanos y que prohíben su limitación en los 
estados de excepción, prevalecen en el orden 
interno. A su vez en el Art. 9, 24, 96, 97, 100, 
189, 227, 289, 337 y el Preámbulo, señala 
entre otros los derechos y garantías de los 
extranjeros en el territorio nacional.

2.	 Ley 43 de 1993. Por medio de la cual se 
establecen normas relativas a la adquisición, 
renuncia, pérdida y recuperación de la 
nacionalidad colombiana, se desarrolla 
el numeral séptimo del artículo 40 de la 
Constitución Política y se dictan otras 
disposiciones.

3.	 Ley 599 de 2000. Código Penal, tipifica el 
tráfico de Migrantes (Art. 188), la trata de 
personas (Art. 188A), tráfico de niñas, niños 
y adolescentes (Art. 188C), uso de menores 
de edad en la comisión de delitos (Art. 188D) 
y de la explotación sexual (Capítulo IV).

4.	 Decreto 1239 de 2003. Por medio el cual 
se crea la Comisión Nacional Intersectorial 
de Migración, como un órgano para la 
coordinación y orientación en la ejecución 
de la Política Integral Migratoria del país.

5.	 Ley 985 de 2005. Por medio de la cual se 
adoptan medidas contra la trata de personas 
y normas para la atención y protección de las 
víctimas de la misma.

6.	 Ley 1098 de 2006. Por la cual se expide el 
Código de la Infancia y la Adolescencia.

7.	 Ley 1203 de 2008. Por medio de la cual se 
aprueba el Estatuto Migratorio Permanente 
entre Colombia y Ecuador, firmado en 
Bogotá, el 24 de agosto de 2000.

8.	 Ley 1273 de 2009. De la protección de la 
información y de los datos.

9.	 Ley 1336 de 2009. Por medio del cual se 
adiciona y robustece la Ley 679 de 2001, de 
lucha contra la explotación, la pornografía 
y el turismo sexual con niños, niñas y 
adolescentes.

10.	 Decreto 4503 de 2009. Por el cual se modifica 
el procedimiento para el reconocimiento de 
la condición de refugiado.

11.	 Documento CONPES 3603 de 2009. Por 
el cual se establece la Política Integral 
Migratoria.

12.	 Ley 1465 de 2011. Por la cual se crea el 
Sistema Nacional de Migraciones y se 
expiden normas para la protección de los 
colombianos en el exterior.

13.	 Decreto 4976 de 2011. Por medio del cual 
se reglamenta el “Fondo Especial para las 
Migraciones” del Sistema Nacional de 
Migraciones y se dictan otras disposiciones.

14.	 Decreto Ley 4062 de 2011. Por el cual se 
crea la Unidad Administrativa Especial 
Migración Colombia como única Autoridad 
Migratoria del País.
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15.	 Decreto 4100 de 2011. Por el cual se 
crea y organiza el Sistema Nacional de 
Derechos Humanos y Derecho Internacional 
Humanitario, se modifica la Comisión 
Intersectorial de Derechos Humanos y 
Derecho Internacional Humanitario y se 
dictan otras disposiciones.

16.	 Ley 1565 de 2012. Por medio de la cual se 
dictan disposiciones y se fijan incentivos 
para el retorno de los colombianos residentes 
en el extranjero.

17.	 Ley 1581 de 2012. De la protección de datos 
personales.

18.	 Ley 1523 del 24 de abril de 2012. Por la cual 
se adoptó la Política Nacional de Gestión de 
Riesgos y Atención a Desastres.

19.	 Decreto 0936 de 2013. Por el cual se 
reorganiza el Sistema Nacional de Bienestar 
Familiar.

20.	 Decreto 0834 de 2013. Por el cual se 
establecen disposiciones en materia 
migratoria de la República de Colombia.

ANTECEDENTES
La migración es un fenómeno que se remonta 

a los primeros períodos de la historia de la 
humanidad; sin embargo, en los últimos años 
se ha convertido en un desafío político, social y 
normativo para los países que buscan transformarla 
en una migración segura y ordenada, con el fin 
de mejorar la integración de los migrantes a la 
sociedad del país receptor, con los derechos y las 
obligaciones correspondientes.

No son pocos los países que están haciendo un 
esfuerzo importante para socializar las oportunidades 
que tienen al acoger los migrantes e incorporarlos 
adecuadamente al tejido social, laboral y legal, es 
por esto, la importancia de fortalecer las políticas 
migratorias internas.

A pesar de que la voluntad política en este 
sentido es cada vez mayor, existen dificultades para 
la recopilación y análisis de datos sobre migración. 
Existen trabajos sobre estimaciones de la población 
migrante y de los flujos migratorios; sin embargo, 
la disponibilidad de datos, la calidad de los mismos 
varía sustancialmente entre regiones y países, debido 
a diversos criterios estadísticos y al tiempo de la 
toma de dichos datos, razón por la cual la falta de 
uniformidad en los conceptos, definiciones y cifras 
dificulta el cálculo de las poblaciones migrantes y 
por ende políticas eficaces.

La política migratoria de Colombia debe 
responder a las diversas necesidades de los 
migrantes, teniendo en cuenta las dinámicas 
migratorias, los movimientos internacionales, los 
avances en los transportes, en las tecnologías de 
telecomunicaciones y en los factores que subyacen 
a la migración como: el bienestar económico de los 
países receptores, la desigualdad, la demografía, la 
violencia y los conflictos internos.

PERSPECTIVA INTERNACIONAL
La migración segura y la gestión de las fronteras 

es un tema que trasciende el interés de los gobiernos; 
por esto, el esfuerzo está enfocado a construir una 
hoja de ruta internacional para ayudar a aprovechar 
los beneficios de la migración y proteger a los 
migrantes, gestionando los flujos migratorios de 
forma integral y a escala internacional.

El análisis de este fenómeno es muy amplio y se 
deben tener en cuenta varios factores para entender 
el porqué de la migración. Desde la perspectiva 
internacional, se calcula que en 2015 había 244 
millones de migrantes en todo el mundo (3,3% de la 
población mundial), lo que representa un incremento 
respecto de los 155 millones de migrantes estimados 
en el año 2000 (2,8% de la población mundial)i.  
Para el año 2017, la cifra de migrantes era 
aproximadamente 258 millones, de los cuales un 
gran porcentaje son mujeres y niños.

258 millones Migrantes internacionales
124.8 millones Mujeres migrantes
36.1 millones Niños migrantes
25.4 millones Refugiados registrados
4.8 millones Estudiantes internacionales
150.3 millones Trabajadores migrantes
Fuente: Global Migration Indicators 2018

Las acciones internacionales empezaron a 
florecer: La Asamblea General de las Naciones 
Unidas en el año 2015 reconoció, en la Agenda 
para el Desarrollo Sostenible 2030, la migración 
internacional como parte de la misma, en la 
cual hace un llamado a los países a facilitar una 
migración ordenada, segura y responsable mediante 
políticas migratorias. Lo anterior se consolidó con la 

i	 Informe sobre las migraciones en el mundo 2018. OIM, 
ONU Migración.
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Declaración para Refugiados y Migrantes en Nueva 
York, en el año 2016.

Y finalmente, las bases estaban dadas para el 
Pacto Mundial para la Migración en el año 2018. Más 
de 150 países, adoptaron 23 objetivos en un marco 
para la cooperación internacional que significa una 
respuesta conjunta a una realidad migratoria global.

La Migración es una realidad global, como 
se puede ver reflejado en la imagen inferior; por 
lo tanto, el trabajo conjunto es necesario para 
proteger los derechos de los migrantes y mejorar las 
condiciones que tienen los países para hacer frente 
a este fenómeno.

PERSPECTIVA REGIONAL
Del análisis de la perspectiva internacional, 

se puede intuir que la tendencia migratoria 
anteriormente expuesta repercute en la migración 
intrarregional en América del Sur, la cual también se 
ha incrementado. El número de migrantes aumentó 
un 11% entre 2010 y 2015, y aproximadamente 
el 70% de todos los flujos de inmigración de la 

región son de carácter intrarregionalii, debido a 
las disparidades económicas y laborales existentes 
entre los países, la mayoría de los migrantes de la 
región se desplazan con fines de trabajoiii.

Los países del Cono Sur, esto es, Chile, Argentina 
y el Brasil, cuyas poblaciones de migrantes 
aumentaron entre un 16% y un 20% entre 2010 y 
2015, cuentan con algunas de las poblaciones de 
migrantes más numerosas de América del Sur y 
atraen a trabajadores migrantes de los países andinos 
y de Paraguayiv.

La República Bolivariana de Venezuela contaba 
con un gran número de migrantes intrarregionales 
de Colombia y el Ecuadorv. Ante el aumento de la 
migración intrarregional, algunos bloques subregionales 
como el Mercado Común del Sur (Mercosur) y la 
Comunidad Andina (CAN) hicieron notables esfuerzos 
para liberalizar este tipo de migración. Por ejemplo, los 
acuerdos sobre residencia del Mercosur fomentando la 
migración laboral y frenando así la migración irregular 
dentro de la regiónvi.

Los países con mayor número de migrantes 
residenciado fuera de América del Sur fueron 
Colombia, Brasil y Ecuador. Sin embargo, la mejora 
en la situación económica de la región ha dado lugar 
a que regresen a sus países y la tasa de migración 
extrarregional disminuyavii.

En el caso de Colombia, la situación ha cambiado 
por la crisis política y económica de Venezuela, lo 
que ha generado el retorno de muchos colombianos 
y el éxodo de miles de venezolanos. Según cifras 
de Migración Colombia, un millón ciento setenta y 
cuatro mil setecientos cuarenta y tres venezolanos 
(1.174.743) estaban en territorio colombiano a 31 de 
diciembre de 2018.

Radiografía de ciudadanos venezolanos en Colombia
Regulares Irregulares

Portadores de VISA - Cédula de extranjería 72.352 Superaron el tiempo de permanencia 186.928 Que ingresaron sin autoriza-
ción al país 292.319

Portadores de VISA - Cédula de extranjería 72.352 Superaron el tiempo de permanencia 186.928 Que ingresaron sin autoriza-
ción al país 292.319

Dentro del Tiempo de ley establecido 87.494
Portadores de PEP 535.650
 695.496  186.928  292.319

Total de venezolanos en Colombia a 31 de diciembre de 2018 1.174.743
Fuente: Elaboración propia. Datos de Migración Colombia.

http://www.migracioncolombia.gov.co/index.php/es/prensa/infografias/infografias-2018/9984-venezolanos-en-colombia

.

Lo anterior es una radiografía del fenómeno 
migratorio en la región y, así mismo, evidencia 
que, aunque históricamente Colombia había sido un 
país de migrantes, ahora estamos en una situación 
diferente, por lo que es necesario modificar la 
reglamentación para absorber el movimiento 
migratorio originado en Venezuela.

En todos los procesos migratorios es importante 
tener en cuenta la percepción de la opinión pública, 
para entender cómo la sociedad puede llegar a 
aceptarlos en un contexto armónico. En el Informe 
de Migraciones 2018, se ve reflejada la postura de 

la sociedad frente a la inmigración, y, para el caso 
de América Latina y El Caribe, el mayor porcentaje 
está relacionado a que debería disminuir. Esta 
imagen es un claro mensaje de que se deben aunar 
esfuerzos para orientar de mejor manera las políticas 
migratorias.234567

ii	 Ibíd
iii	 Ibíd
iv	 OIM, 2017c.
v	 DAES, 2015a.
vi	 Acosta, 2016.
vii	 Informe sobre las migraciones en el mundo 2018. OIM.
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PERSPECTIVA NACIONAL
La dinámica migratoria en Colombia ha tenido 

significativos cambios en relación con los flujos 
migratorios, la modalidad y el perfil de las personas 
migrantes. A pesar de que las políticas migratorias 
son un componente importante dentro de la hoja 
de ruta de los Gobiernos, en Colombia no era un 
tema prioritario dentro de la agenda política hasta 
que empieza a tomar relevancia la situación de 
Venezuela, anteriormente mencionada y la cual 
recrudeció el patrón migratorio.

En un principio la vocación de migratoria era de 
salida. Según cifras del Ministerio de Relaciones 
Exteriores, la población de colombianos en el exterior 
asciende a cerca de 4.7 millones de connacionales, 
cuyo origen corresponde en su mayoría a Bogotá 
con un 18.27%, Antioquia con un 13.79%, Valle del 
Cauca con 10.16%, Cundinamarca con el 5.56%, 
Santander con el 4.72% y Atlántico con el 4.47%.

Las causas más frecuentes de migración en nuestro 
país fueron la búsqueda de oportunidades laborales, lo 
cual implica demanda de fuerza de trabajo poco calificada 
en los países desarrollados y, mejor remuneración en 
estos países de la mano de obra más calificada. De igual 
forma, la reunificación familiar, la oferta de estudios 
de educación superior en otros países hizo parte del 
aumento de personas que migran.

Sin embargo, los flujos migratorios cambiaron y 
han superado las mediciones históricas que se venían 
registrando en el control migratorio, principalmente 
en la frontera terrestre; así mismo, han exigido 
establecer nuevas actuaciones interinstitucionales 
para la atención de este tipo de situaciones 
migratorias especiales.

Si solo se analiza la diáspora venezolana, los patrones 
de migración y desplazamiento son factores importantes 
para entender la problemática y la importancia en la 
definición de una política migratoria. Los venezolanos, 
incluso colombianos que por mucho tiempo residieron el 
país vecino, cruzan la frontera hacia una región limítrofe 
cercana, hacia países a los que sea más fácil viajar, con los 
que están más familiarizados y de los cuales también sea 
más fácil regresar; por lo tanto, la necesidad de actualizar 
la normativa vigente y mejorar la capacidad actual de las 
instituciones es un asunto prioritarito.

Colombia se ha convertido en un país de tránsito, 
destino y retorno de migrantes y esto se ha acentuado 
de manera muy notoria en los últimos 5 años, lo que 
ha traído como consecuencia una crisis migratoria 
interna y externa. Es necesario enfrentar esta 
circunstancia y garantizar la seguridad nacional, la 
implementación efectiva de la legislación migratoria, 
los derechos humanos de los migrantes en tránsito, 
los derechos y obligaciones de los colombianos que 
quieren retornar y de los extranjeros que pretendan 
instalarse en nuestro país.

Por lo anterior, también se hace necesario 
considerar dentro de esta iniciativa el procedimiento 
sancionatorio, con el propósito de elevar a la categoría 
de ley, algunas disposiciones mediante las cuales se 
desarrollan de forma sucinta el objeto y las funciones 
misionales de Migración Colombia, entre las cuales 

están los procesos correspondientes a las facultades 
de la entidad como autoridad migratoria del Estado 
colombiano, de conformidad al Decreto ley 4062 del 
2011, donde se desarrollan competencias de orden 
administrativo, tales como la inadmisión, deportación 
y expulsión y la competencia sancionatoria en cabeza 
de dicha entidad.

JUSTIFICACIÓN DEL PROYECTO
Establecer las bases para una política integral 

migratoria, teniendo en cuenta los avances en el 
panorama intencional, los flujos migratorios y la 
armonía en la normativa interna vigente.

PROPOSICIÓN
En concordancia con los anteriores argumentos, 

pongo a consideración de los honorables miembros 
del Congreso de la República el presente proyecto 
de ley.

Atentamente,
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CÁMARA DE REPRESENTANTES
SECRETARÍA GENERAL

El día 2 de abril del año 2019 ha sido presentado en 
este despacho el Proyecto de ley número 359 de 2019 
Cámara, con su correspondiente exposición de motivos, 

por los honorables Representantes Juan David Vélez, 
Yenica Acosta, Edwin Ballesteros, José V. Carreño, 
Juan Espinal y otros honorables Representantes.

El Secretario General,
Jorge Humberto Mantilla Serrano.

P O N E N C I A S

INFORME DE PONENCIA PARA 
SEGUNDO DEBATE EN LA CÁMARA DE 
REPRESENTANTES AL PROYECTO DE 
LEY NÚMERO 243 DE 2018 CÁMARA, 75 

DE 2017 SENADO

por medio de la cual se promueve el uso de 
vehículos eléctricos en Colombia y se dictan otras 

disposiciones.
Bogotá, D. C., abril 2 de 2019.
Doctora
MÓNICA MARÍA RAIGOZA MORALES
Presidenta Comisión Sexta
Cámara de Representantes
Referencia: Informe de Ponencia para Segundo 

Debate en la Cámara de Representantes al Proyecto 
de ley número 243 de 2018 Cámara, 75 de 2017 
Senado, por medio de la cual se promueve el uso de 
vehículos eléctricos en Colombia y se dictan otras 
disposiciones.

Respetada doctora Mónica Raigoza.
En cumplimiento de la designación hecha por la 

Mesa Directiva de la Comisión Sexta, y de acuerdo 
a lo establecido en los artículos 150 y 156 de la Ley 
5ª de 1992, rendimos Informe de Ponencia sobre el 
proyecto de ley de la referencia, en los siguientes 
términos.

Cordialmente,

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
1. 	 TRÁMITE DE LA INICIATIVA
El proyecto de ley es de iniciativa del 

Representante a la Cámara Federico Hoyos, 
así mismo como coautores del proyecto los 
Representantes Rodrigo Lara, Édward Rodríguez, 
Pierre García, Lina Barrera, Germán Blanco, 
Hernán Penagos, Víctor Correa, Angeliza Lozano, 
Nicolás Echeverry, Germán Carlosama, Iván Darío 
Agudelo, Óscar Darío Pérez, Regina Zuluaga, los 

Senadores Iván Duque, Paloma Valencia, Susana 
Correa, Alfredo Ramos, Paola Holguín, José 
Obdulio Gaviria, Álvaro Uribe, Senén Niño, Mario 
Fernández Alcocer, Jorge Robledo, Antonio Navarro 
y Germán Hoyos.

Fue radicado en el Senado el 9 de agosto de 2017 
y publicado en la Gaceta del Congreso número 696 
de 2017.

El día 27 de septiembre de 2017 por disposición 
de la Mesa Directiva de la Comisión Sexta de Senado 
fue designada para rendir Informe de Ponencia 
en primer debate a la honorable Senadora Susana 
Correa ante la misma. En la sesión de la Comisión 
Sexta del miércoles 13 de septiembre de 2017 fue 
discutido y aprobado, así mismo fue designada para 
rendir Informe de Ponencia en segundo debate. 
En sesión de plenaria del 11 de abril de 2018 fue 
discutido y aprobado.

El día 28 de mayo de 2018 por disposición de la 
Mesa Directiva de la Comisión Sexta de la Cámara 
de Representantes fue designada la honorable 
Representante Martha Villalba Hodwalker para 
rendir Informe de Ponencia ante la misma. En 
la sesión de la Comisión Sexta del miércoles 28 
de noviembre de 2018 fue discutido y aprobado. 
En dicha sesión, la Mesa Directiva adicionó a los 
Representantes a la Cámara Esteban Quintero 
Cardona y Rodrigo Arturo Rojas Lara para rendir 
Informe de Ponencia en segundo debate ante la 
Honorable Cámara de Representantes.

2.	 OBJETO
La presente iniciativa tiene por objeto promover 

el uso de vehículos eléctricos a través de incentivos 
y beneficios para propietarios, con el fin de 
contribuir a la movilidad sostenible y a la reducción 
de emisiones de gases de efecto invernadero.

3.	 CONTENIDO DE LA INICIATIVA
El presente proyecto de ley, además del título, se 

compone de 11 artículos, entre ellos el de vigencia.
4.	 ASPECTOS GENERALES
Debido a sus efectos adversos para los 

ecosistemas naturales y sistemas socioeconómicos, 
la importancia de combatir y mitigar el cambio 
climático se ha convertido en un componente 
urgente en las agendas políticas y sociales de los 
países alrededor del mundo.

El cambio climático es un “cambio de clima 
atribuido directa o indirectamente a la actividad 
humana que altera la composición de la atmósfera 
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mundial y que se suma a la variabilidad natural 
del clima observada durante períodos de tiempo 
comparables”1. La utilización masiva de 
combustibles fósiles como fuente de energía causa 
la liberación de emisiones de gases de efecto 
invernadero que absorben y remiten radiación 
infrarroja e incrementan la temperatura promedio 
a nivel global. Entre las principales actividades 
causantes de este efecto están: la producción de 
energía, el transporte, la industria, la deforestación, 
la agricultura y la ganadería.

El último esfuerzo notable de las Naciones 
Unidas por combatir el cambio climático se realizó 
en el 2015 en la COP21, Conferencia de las Partes 
realizada en París. En este encuentro y por primera 
vez, se establecieron objetivos de mitigación 
denominados como Contribuciones Determinadas y 
Previstas a Nivel Nacional (INDC) para los países en 
vía de desarrollo. Estas contribuciones son objetivos 
determinados por los mismos países para el período 
2020-2030.

A pesar de que Colombia solo produce el 0.46% 
de emisiones globales con 224 millones de toneladas 
de CO2 equivalente, el país se comprometió a 
reducir sus emisiones de CO2 en un 20%2. Además, 
se estableció un objetivo condicional de reducir 
las emisiones hasta en un 30% si se recibe apoyo 
económico a través de ayudas internacionales.

El sector transporte es el tercero en producción 
de emisiones en el país con una producción de 10 
toneladas de CO2 al año3. Sin embargo, los objetivos 
establecidos y priorizados por el país como INDC 
en el marco del Acuerdo de París no incluyen 
medidas para disminuir las emisiones desde el sector 
transporte. Es por esto que consideramos primordial 
incluir la promoción del uso de vehículos eléctricos, 
así como la renovación de la flota automotriz con 
vehículos cero emisiones para contribuir a la meta 
total de disminuir las emisiones en un 20%.

Colombia se caracteriza por ser un país altamente 
vulnerable al cambio climático debido a su 
ubicación geográfica, a las extensas costas, a las tres 
cordilleras y a las seis regiones naturales. Así, las 
pérdidas por el impacto de este fenómeno pueden 
ser equivalentes al 0,5% del PIB anual.

El estudio del Ideam “Nuevos escenarios de 
cambio climático para Colombia 2011-2100 (2015), 
estableció que, si las emisiones de efecto invernadero 
aumentan, la temperatura anual de Colombia puede 
aumentarse para fin del siglo XXI en 2.14 ºC y 
asimismo identificó que los departamentos más 
afectados por el aumento de la temperatura son: 
Arauca, Vichada, Vaupés y Norte de Santander.

De la misma manera, la calidad del aire es una 
de las principales problemáticas que aqueja las 

1	 CMNUCC. (1992).
2	 IDEAM, PNUD, MADS, DNP y CANCILLERÍA. 

(2015). Primer Informe Bienal de Actualización de 
Colombia.

3	 Ministerio de Ambiente. (2016). El Acuerdo de París: así 
actuará Colombia frente al cambio climático. 

ciudades del país, específicamente a Bogotá y 
Medellín ya que ambas se encuentran en el listado 
de las diez ciudades más contaminadas de América 
Latina4. En el caso del Valle de Aburrá y debido 
a su geografía, condiciones climáticas, acelerado 
crecimiento urbano y gran parque automotor, los 
últimos dos años se ha presentado un fenómeno 
de contingencia ambiental en el mes de marzo. 
Es importante resaltar que el 79% de material 
particulado es causado por fuentes móviles de 
transporte, mientras que el 21% restante es causado 
por fuentes fijas como la industria5. El resultado 
de la contaminación atmosférica se traduce en 
un mayor número de enfermedades respiratorias, 
cardiovasculares e incluso aproximadamente el 
9,2% del total de muertes naturales solo en el Valle 
de Aburrá, con costos asociados superiores a $1.3 
billones6.

Por consiguiente, en el Área Metropolitana del 
Valle de Aburrá se decretó a partir del 22 marzo de 
2017, y después de cuatro días en alerta naranja, 
debido a los malos índices de calidad del aire (ICA), 
alerta roja en el área. Entre las razones por las que 
se dio esta situación, se encuentran: el aumento del 
parque automotor, que en la última década aumentó 
un 304%; la topografía de la zona; el cambio 
meteorológico entre la temporada seca y la húmeda 
y la falta de zonas verdes, debido al déficit de más 
700.000 árboles.

Cabe resaltar que el 16 de marzo de 2016, Medellín 
pasó por una emergencia similar a la anteriormente 
mencionada, donde el Área Metropolitana declaró 
la alerta roja ambiental que duró 40 días, y que 
registró un máximo de 135 microgramos de material 
particulado 2,5 por metro cúbico de aire. Al respecto 
los estándares de la Organización Mundial de la 
Salud (OMS), recomiendan que para respirar un 
aire sano no se sobrepasen los 10 microgramos de 
material particulado 2,5 por metro cúbico de aire, de 
promedio anual, o los 25 microgramos en un lapso 
de 24 horas.

Por otra parte, el Instituto de Hidrología, 
Meteorología y Estudios Ambientales de Colombia 
(Ideam) publicó en noviembre de 2016 los resultados 
de la investigación  sobre la  calidad del aire que 
respiraron los colombianos entre el 2011 y el 2015, 
según la cual Bogotá y Medellín son las ciudades 
con mayor contaminación atmosférica del país.

A su vez, un estudio llevado a cabo por el 
Área Metropolitana y la Universidad de Antioquia 
indica que los efectos indirectos causados por la 
contaminación se extienden a pérdidas económicas 
considerables debido a que causa baja productividad, 
incremento en el número de consultas médicas por 
enfermedades respiratorias y cardiovasculares, 
hospitalización y ausentismo laboral por restricción 

4	 OMS. (2015). 
5	 AMVA y UPB. (2015). Inventario de emisiones atmos-

féricas del Valle de Aburrá.
6	 AMVA y Clean Air Institute. (2011). Estrategias ambi-

entales integradas. 



Página 20	 Jueves, 4 de abril de 2019	 Gaceta del Congreso  201

de actividades7 (Contaminación Atmosférica, p. 
273, 2007). Y que, la contaminación es causante de 
una emergencia de salud pública a nivel mundial, 
ya que 3 millones de muertes al año alrededor del 
mundo están relacionadas con la exposición a la 
contaminación de aire de exteriores y 6,5 millones 
(11,6% de las muertes mundiales) están relacionadas 
con contaminación del aire tanto de interiores como 
de exteriores8.

Así mismo, según las autoridades ambientales 
del Área Metropolitana del Valle de Aburrá, el 79% 
de la contaminación proviene de fuentes móviles, 
como los vehículos que funcionan con diésel y 
gasolina, y el 21% restante de fuentes fijas, como la 
industria.

Debido a que el vehículo particular es uno de 
los principales medios de transporte en el país y a 
que estos mismos contribuyen a la contaminación 
atmosférica en las ciudades, promover el uso de 
vehículos eléctricos es supremamente importante ya 
que provee soluciones en términos ambientales y de 
movilidad sostenible.

Situación actual en Colombia
En Colombia a febrero de 2017 se encontraban 

registrados 400 vehículos eléctricos y 370 híbridos 
en un parque de 5 millones de vehículos según 
cifras del presidente de la Asociación Colombiana 
de Vehículos Automotores (Andemos), Oliverio 
Enrique García. Estas cifras muestran una pobre 
penetración, teniendo en cuenta que representan 
únicamente el 0,0015% del total de vehículos en 
Colombia. Por otra parte, el Proure (Programa de 
Uso Racional y Eficiente de Energía y Fuentes 
No Convencionales), estima que 20.000 vehículos 
eléctricos ingresarán al parque automotor en los 
próximos 5 años. Durante el 2018 según la misma 
Asociación, se registraron 390 vehículos eléctricos 
comparados con los 136 que se registraron durante 
el 2017.

El alto costo de los vehículos eléctricos y la 
falta de infraestructura adecuada en el país son los 
principales motivos de la baja demanda que existe 
actualmente; lo que hace fundamental la formulación 
e implementación de una política pública integral, 
como es el caso del presente proyecto de ley, que 
brinde soluciones a los principales problemas 
que tienen este tipo de vehículos en el país y que 
pretende llenar los vacíos que actualmente presenta 
la legislación colombiana en esta materia.

Seguridad energética:
•	 Eficiencia energética:
En términos de capacidad energética, Colombia 

está preparada para atender la demanda de energía 
en el mediano y largo plazo que se origine de 
una posible masificación de la tecnología en la 

7	 UDEA y AMVA. (2007). Contaminación atmosférica y 
efectos sobre la salud de la población.

8	 OMS. (2016). La OMS publica estimaciones nacionales 
sobre la exposición a la contaminación del aire y sus 
repercusiones para la salud.

totalidad de la cadena productiva. Esto abarca el 
proceso de generación, transmisión, distribución y 
comercialización de energía.

Adicionalmente, el incremento en el número 
de vehículos eléctricos que a su vez aumenta 
la demanda de energía eléctrica causaría mayor 
eficiencia en el uso de los activos eléctricos y 
repercutirá en menores tarifas para todos los 
usuarios del servicio de energía eléctrica en 
todos los segmentos y sectores.

•	 Dependencia energética del petróleo:
Según estudio revelado por la Contraloría 

General de la República a partir de 2021 la 
producción de petróleo no sería suficiente para 
abastecer las refinerías, debido a la pérdida de 
autosuficiencia petrolera que se presentará a 
partir del año 2019 para Ecopetrol, 2020 para la 
Nación (Ecopetrol + Regalías), 2021 para el país 
(Ecopetrol + Regalías + Contratos Asociación + 
Contratos Concesión) y 2023 para combustibles 
(capacidad instalada para refinación)9. Según el 
estudio “en términos de ingresos para el país lo 
que realmente preocupa es que no hay fuentes 
sustitutivas de los ingresos provenientes de la 
renta petrolera (...)”.

Por lo anterior, incentivar el reemplazo de energías 
fósiles por energías renovables y sostenibles es una 
ventaja competitiva para el desarrollo económico y 
es necesario para garantizar la seguridad energética 
del país. Adicionalmente, el pronóstico de la 
Contraloría abre la discusión sobre la necesidad de 
buscar alternativas que sustituyan los combustibles 
fósiles como principal fuente de energía en el sector 
transporte.

Política comparada
Con el objetivo de reducir las emisiones causadas 

por vehículos y fuentes móviles, varios países han 
decidido prohibir la venta de vehículos a combustión 
en los siguientes años.

País: Año:
Holanda 2025
Noruega 2025
Alemania 2030
India 2030
Francia 2040
Reino Unido 2040
Esta medida es de gran importancia y se hace 

con el fin de reducir la cantidad de emisiones del 
sector transporte, así como la contaminación del aire 
en los centros urbanos. Adicionalmente, medidas 
progresivas se han implementado alrededor del 
mundo para promover los vehículos eléctricos y son: 
eliminación de aranceles de importación, créditos 
blandos para compra de vehículos eléctricos, 
descuento en el costo del kilovatio de energía, alto 
beneficio de condonación en el pago de impuestos 
y eliminación de restricciones de movimiento en 
horas de tráfico.

9	 Contraloría. (2017). Autosuficiencia petrolera en Colom-
bia.  
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5.	 MARCO NORMATIVO
•	 Disposiciones constitucionales:
○	 Artículo 79:
La Constitución Política, en su artículo 79, 

consagra que “Todas las personas tienen derecho 
a gozar de un ambiente sano”. En consecuencia, 
es imperativo que el Estado adopte medidas y 
estrategias tendientes a reducir la contaminación 
atmosférica generada por la emisión de material 
particulado y gases de efecto invernadero.

•	 Disposiciones legales:
○	 Ley 23 de 1973:
La Ley 23 de 1973 pretende “prevenir y controlar 

la contaminación del medio ambiente y buscar el 
mejoramiento, conservación y restauración de 
los recursos naturales renovables, para defender 
la salud y el bienestar de todos los habitantes del 
Territorio Nacional.” La misma indica que al ser 
el medio ambiente un “patrimonio común”, su 
“mejoramiento y conservación son actividades de 
utilidad pública” que requieren de la participación 
del Estado y los particulares; define además que el 
medio ambiente está constituido por la atmósfera 
y los recursos naturales. Adicionalmente, se 
indica que el aire, entre otros, se considera un 
bien contaminable. Se define en esta norma 
contaminación como la alteración del medio 
ambiente en cantidades “capaces de interferir con 
el bienestar y salud de las personas…” Además, la 
misma le otorga al Gobierno nacional, la posibilidad 
de “crear incentivos y estímulos económicos para 
fomentar programas e iniciativas encaminadas a la 
protección del medio ambiente”.

○	 Ley 99 de 1993:
En el objeto de la Ley 99 de 1993, se establece 

que “El proceso de desarrollo económico y 
social del país se orientará según los principios 
universales y del desarrollo sostenible contenidos 
en la Declaración de Río de Janeiro de junio de 
1992 sobre Medio Ambiente y Desarrollo”.

○	 Ley 164 de 1994:
La Ley 164 de 1994, por medio de la cual se 

incorpora al ordenamiento jurídico interno la 
“Convención Marco de las Naciones Unidas sobre 
el Cambio Climático”, estipula que “tomando 
en cuenta las posibilidades de lograr una mayor 
eficiencia energética y de controlar las emisiones de 
gases de efecto invernadero en general, entre otras 
cosas mediante la aplicación de nuevas tecnologías 
en condiciones que hagan que esa aplicación sea 
económica y socialmente beneficiosa.” Establece 
además como compromiso de las partes el promover 
y apoyar prácticas y procesos que “controlen, 
reduzcan o prevengan las emisiones antropógenas de 
gases de efecto invernadero… en todos los sectores 
pertinentes, entre ellos la energía, el transporte…”.

○	 Ley 1844 de 2017:
La Ley 1844 de 2017, incorpora al ordenamiento 

jurídico colombiano el “Acuerdo de París”. En el 

mismo, el Estado colombiano se compromete a 
reducir en un 20% las emisiones de gases efecto 
invernadero antes del 2030.

○	 Ley 1819 de 2016:
En la pasada Reforma Tributaria, Ley 1819 de 

2016, los inversores de carga eléctrica para uso en 
vehículos eléctricos, híbridos e híbridos enchufables; 
vehículos eléctricos, híbridos e híbridos enchufables 
para el transporte de 10 o más personas, incluido el 
conductor; vehículos eléctricos, híbridos e híbridos 
enchufables concebidos principalmente para el 
transporte de personas, incluidos los vehículos 
de tipo familiar y los de carreras; y los vehículos 
automóviles eléctricos, híbridos e híbridos 
enchufables para el transporte de mercancías se 
consideran bienes gravados con una tarifa del IVA 
diferenciada del 5 por ciento al incorporarlos en el 
artículo 468-1 del Estatuto Tributario Nacional.

○	 Decreto-ley 2811 de 1974:
El Decreto-ley 2811 de 1974, por el cual se 

dicta el Código Nacional de Recursos Naturales 
Renovables y de Protección al Medio Ambiente, 
establece entre otras que: “toda persona tiene 
derecho a disfrutar de un ambiente sano” y se 
consideran factores que deterioran el ambiente 
la contaminación del aire, entre otros. Además, 
estipula que le corresponde al Gobierno nacional 
“...mantener la atmósfera en condiciones que 
no causen molestias o daños, o interfieran en el 
desarrollo normal de la vida humana…”. La Ley 
va incluso más allá al considerar prohibir, restringir 
o condicionar “la descarga, en la atmósfera de 
polvo, vapores, gases, humos, emanaciones y, en 
general, de sustancias de cualquier naturaleza que 
puedan causar enfermedad, daño o molestias a la 
comunidad o a sus integrantes, cuando sobrepasen 
los grados o niveles fijados”. Finalmente, se estipula 
que se dictarán disposiciones sobre “La calidad que 
debe tener el aire, como elemento indispensable 
para la salud humana, animal o vegetal; el grado 
permisible de concentración de sustancias aisladas 
o en combinación, capaces de causar perjuicios o 
deterioro en los bienes, en la salud humana, animal 
y vegetal; los métodos más apropiados para impedir 
y combatir la contaminación atmosférica;

La contaminación atmosférica de origen 
energético, inclusive la producida por aeronaves 
y demás automotores” así como “el empleo de 
métodos adecuados para reducir las emisiones a 
niveles permisibles” entre otros.

•	 Jurisprudencia de la Corte Constitucional:
○	 Sentencia C-860/01:
En la Sentencia C-860, revisión constitucional 

del “Protocolo de Kyoto de la Convención 
Marco de las Naciones Unidas sobre el cambio 
climático”, más allá del análisis material de las 
disposiciones específicas del Protocolo de Kioto, la 
Corte Constitucional establece que “es necesario 
desarrollar programas orientados a disminuir la 
rapidez del proceso de cambio climático” y que 
es “indispensable compartir tecnología necesaria, 
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y cooperar para lograr reducir las emisiones 
de gases generadores de efecto invernadero”. 
Adicionalmente, el tribunal constitucional expresa 
que “la preservación de un medio ambiente sano 
es la condición esencial para el adecuado ejercicio 
de los derechos fundamentales, dado que la vida 
humana se desenvuelve en forma íntegra dentro de 
la biosfera.”

○	 Sentencia C-449/15:
La Corte establece en la Sentencia C-449/15 que 

“la defensa del medio ambiente sano constituye un 
objetivo de principio dentro de la actual estructura 
del Estado social de derecho”. Además, reconoce 
que “Es indudable que la contaminación ambiental 
ha provocado daños severos en el ecosistema, 
la naturaleza y sus componentes, y acarreado 
consecuencias nocivas para la vida humana”. 
Recuerda el tribunal además que en la doctrina 
del derecho existe un principio de racionalidad 
del medio ambiente, consistente en posibilitar 
“descargas a la naturaleza, no en forma desmedida 
ni abusiva, sino de manera racional...”, dado que 
la naturaleza “consigue reciclar las emisiones o 
desechos y reincorporarlos a su ciclo, siempre que 
se le garantice que esas descargas se inscriben 
dentro de unos límites...que con el tiempo suficiente 
y sin saturarla neutralizará los efectos dañosos”; 
siendo clave aquí la mesura en las emisiones y 
desechos que la Corte resalta de dicha doctrina. 
La sentencia también recuerda que “la mayoría de 
actividades cotidianas humanas interfieren con el 
entorno natural” incluyendo las emisiones de CO2 
que producen los vehículos.

○	 Sentencia T-080/15:
En esta providencia de revisión de tutela, la Corte 

señala que el principal objetivo de la Política Pública 
Ambiental es prevenir “todo tipo de degradación del 

entorno natural”. Sin embargo, no desconoce que 
“por las dinámicas propias de la actividad humana 
se producen acciones contaminantes, sean de forma 
voluntaria o involuntaria” y en consecuencia, siendo 
necesario responder a las mismas, “producido un daño... 
(la) recuperación debe vincularse con una “finalidad 
preventiva buscando reorientar la conducta””.

•	 Decretos
○	 Decreto 1116 de 2017:
Busca modificar parcialmente el arancel 

de aduanas al establecer contingentes para la 
importación de vehículos eléctricos, híbridos y 
sistemas de carga. Se establecen cupos para la 
importación con gravamen arancelario del 0% al 
año y hasta 2027.

Artículo Años Cantidad
Vehículos totalmente eléctricos
(0% arancel)

2017-2019
2020-2022
2023-2027

1.500
2.300
3.000

Vehículos híbridos
(5% arancel)

2017-2019
2020-2022
2023-2027

1.500
2.300
3.000

•	 Políticas Públicas:
○	 Documento Conpes 3700 de 2011:
Además el documento Conpes 3700 de 2011 

Estrategia Institucional para la Articulación 
de Políticas y Acciones en Materia de Cambio 
Climático en Colombia; adoptado el 12 de diciembre 
de 2015, en París, Francia; el Decreto 298 de 
2016, por el cual se establece la organización y el 
funcionamiento del Sistema Nacional de Cambio 
Climático y se dictan otras disposiciones, entre 
otros, que resaltan la importancia del cuidado del 
medio ambiente y muchos de estos incluyen medidas 
como la movilidad eléctrica. 

6. PLIEGO DE MODIFICACIONES

Pliego de Modificaciones

Texto aprobado en primer debate en 
la Cámara de Representantes

Texto Propuesto para Segundo 
debate en la Cámara de 

Representantes
Justificación

Artículo 2°. Definiciones.
(…)
Vehículo de cero emisiones: Vehículo 
impulsado por combustible de hidróge-
no generado por fuente de propulsión 
con batería portable dentro del vehículo.

Artículo 2°. Definiciones.
(…)
Vehículo de cero emisiones: Vehícu-
lo automotor impulsado por cualquier 
tecnología de motorización que en vir-
tud de la generación de su energía para 
propulsión, no emite emisiones conta-
minantes al aire ni gases de efecto in-
vernadero.

Se modifica esta definición debido a 
que un vehículo de cero emisiones no 
es solo aquel vehículo impulsado por 
combustible de hidrógeno. Actualmente 
las únicas tecnologías que cumplen con 
esta definición son los vehículos eléctri-
cos con batería y los vehículos con cel-
da de combustible de hidrógeno, pero 
pueden generarse otro tipo de vehículos 
más adelante que quepan dentro de la 
definición de cero emisiones.

Artículo 7°. Parqueaderos preferen-
ciales. 
(…)
El Gobierno nacional, a través del Mi-
nisterio de Transporte, dentro de los 
seis (6) meses siguientes a la entrada en  
vigencia de la presente ley, deberá regla-

Artículo 7°. Parqueaderos preferen-
ciales. 
(…)
El Gobierno nacional, a través del Mi-
nisterio de Transporte, dentro de los 
doce (12) meses siguientes a la entrada 
en vigencia de la presente ley, deberá

Se amplía el tiempo que se le otorga al 
Gobierno nacional para expedir la regla-
mentación de los parqueaderos de seis 
(6) a doce (12) meses, ya que seis meses 
podrían ser poco tiempo para poder re-
glamentar con detalle esta medida.
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Pliego de Modificaciones

Texto aprobado en primer debate en 
la Cámara de Representantes

Texto Propuesto para Segundo 
debate en la Cámara de 

Representantes
Justificación

mentar vía decreto, la identificación de 
los parqueaderos preferenciales a los 
que se refiere el presente artículo, in-
cluyendo un logotipo y color para los 
mismos.

reglamentar vía decreto, la identifica-
ción de los parqueaderos preferenciales 
a los que se refiere el presente artículo, 
incluyendo un logotipo y color para los 
mismos.

Artículo 8°. Iniciativa pública de uso 
de vehículos eléctricos.
(…)
Parágrafo 3°. Los prestadores del ser-
vicio público de transporte, deberán 
cumplir con una cuota mínima del trein-
ta (30) por ciento de vehículos eléctri-
cos en los vehículos que anualmente 
ingresen a prestar el servicio.

Artículo 8°. Iniciativa pública de uso 
de vehículos eléctricos.
(…)
Parágrafo 3°. Las ciudades que cuen-
ten con Sistemas de Transporte Masivo 
deberán implementar políticas públicas 
y acciones tendientes a garantizar que 
un porcentaje de los vehículos utiliza-
dos para la operación de las flotas, sean 
eléctricos o de cero emisiones contami-
nantes cuando se pretenda aumentar la 
capacidad transportadora de los siste-
mas, cuando se requiera reemplazar un 
vehículo por destrucción total o parcial 
que imposibilite su utilización o repa-
ración y cuando finalice su vida útil y 
requiera reemplazarse, de acuerdo con 
el siguiente cronograma:
a) A partir de 2020, mínimo el diez (10) 
por ciento de los vehículos adquiridos.
b) A partir de 2024, mínimo el treinta 
(30) por ciento de los vehículos adqui-
ridos.
c) A partir de 2028, mínimo el setenta 
(70) por ciento de los vehículos adqui-
ridos.
d) A partir de 2030, el cien (100) por 
ciento de los vehículos adquiridos.

Se modifica la redacción para tener cla-
ridad frente a la obligación que se les 
impone a los municipios y distritos a la 
hora de comprar y/o renovar vehículos 
eléctricos. Así mismo se estipula un cro-
nograma gradual para el cumplimiento 
del mismo.

Artículo 9°. Estaciones de carga rápi-
da públicas.
(…)

Artículo 9°. Estaciones de carga rápi-
da públicas.
(…)
Parágrafo 4º. En concordancia con el 
objeto de la presente ley, los municipios 
quedarán facultados para desarrollar 
infraestructura de recarga de vehículos 
eléctricos en su espacio público. 
Parágrafo 5º. El Gobierno nacional re-
glamentará las condiciones necesarias 
para que en las estaciones de recarga de 
combustible fósil se pueda ampliar la 
oferta de servicios al incluir puntos de 
recarga para vehículos eléctricos.

Se adicionan dos parágrafos con el fin 
de habilitar tanto el espacio público 
como las estaciones de recarga de com-
bustible fósil y cumplir con el objeto del 
presente artículo.

Artículo 10. Disposiciones urbanísti-
cas. Las autoridades de planeación de 
los distritos y municipios de categoría 
0, 1, 2 y 3 junto con el Ministerio de Vi-
vienda, Ciudad y Territorio, reglamenta-
rán los lineamientos técnicos necesarios 
para garantizar que los edificios de uso 
residencial y comercial, cuya licencia 
de construcción se radique en legal y 
debida forma, a partir de la entrada en 
vigencia de la presente ley, cuenten 
con una acometida de electricidad para  
recarga o el repostaje de vehículos eléc-

Artículo 10. Disposiciones urbanísti-
cas. Las autoridades de planeación de 
los distritos y municipios de categoría 
0, 1, 2 y 3 junto con el Ministerio de Vi-
vienda, Ciudad y Territorio, reglamenta-
rán los lineamientos técnicos necesarios 
para garantizar que los edificios de uso 
residencial y comercial, cuya licencia 
de construcción se radique en legal y 
debida forma, a partir de la entrada en 
vigencia de la presente ley, cuenten 
con una acometida de electricidad para  
recarga o el repostaje de vehículos eléc-

Se adiciona al parágrafo unas especi-
ficaciones, con el objetivo de aclarar 
cómo debe desarrollarse el artículo 10. 
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Pliego de Modificaciones

Texto aprobado en primer debate en 
la Cámara de Representantes

Texto Propuesto para Segundo 
debate en la Cámara de 

Representantes
Justificación

tricos. Los accesos a la recarga debe-
rán contar con las medidas de seguri-
dad necesarias orientadas a que sea el 
respectivo propietario quien acceda 
para efectos de asumir el costo del 
consumo. 
Parágrafo 1°. Las empresas prestado-
ras del servicio público de energía insta-
larán a costo del propietario del inmue-
ble, la acometida y realizarán el cobro 
diferido de la misma, en la factura del 
servicio público. Las inspecciones de 
las instalaciones de recarga y el mante-
nimiento de la red de carga dentro de la 
edificación serán responsabilidad de la 
empresa de energía. 

Parágrafo 2°. Los proyectos de Vivien-
da de Interés Social y de Interés Prio-
ritario estarán exceptuados del cumpli-
miento de la obligación contemplada en 
el presente artículo. 

tricos. Los accesos a la recarga debe-
rán contar con las medidas de seguri-
dad necesarias orientadas a que sea el 
respectivo propietario quien acceda 
para efectos de asumir el costo del 
consumo. 
Parágrafo 1°. Para efectos del cumpli-
miento de la obligación establecida en el 
presente artículo, el constructor deberá 
dejar la infraestructura de soporte cerca-
na al lugar de parqueo (tubería, cajas de 
paso y punto de conexión para una car-
ga convencional monofásica empleada 
para la misma intensidad y voltaje que 
necesita una (1) vivienda); sin incluir 
cableado, equipos de conexión para la 
recarga o repostaje correspondiente. Por 
su parte, las empresas prestadoras del 
servicio público de energía instalarán 
a costo del propietario del inmueble, la 
acometida y realizarán el cobro diferido 
de la misma, en la factura del servicio 
público. Las inspecciones de las instala-
ciones de recarga y el mantenimiento de 
la red de carga dentro de la edificación 
serán responsabilidad de la empresa de 
energía. 
Parágrafo 2°. Los proyectos de Vivien-
da de Interés Social y de Interés Prio-
ritario estarán exceptuados del cumpli-
miento de la obligación contemplada en 
el presente artículo.

PROPOSICIÓN
Por lo anteriormente expuesto, solicitamos a 

la Plenaria de la Cámara de Representantes, dar 
segundo debate al Proyecto de ley número 243 de 
2018 Cámara, 75 de 2017 Senado, por medio de la 
cual se promueve el uso de vehículos eléctricos en 
Colombia y se dictan otras disposiciones.

De los Honorables Representantes,

TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO 
DEBATE EN LA CÁMARA DE 

REPRESENTANTES AL PROYECTO DE 
LEY NÚMERO 243 DE 2018 CÁMARA, 75 

DE 2017 SENADO

por medio de la cual se promueve el uso de 
vehículos eléctricos en Colombia y se dictan otras 

disposiciones.
El Congreso de la República de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por 

objeto generar esquemas de promoción al uso de 
vehículos eléctricos y de cero emisiones, con el 
fin de contribuir a la movilidad sostenible y a la 
reducción de emisiones contaminantes y de gases de 
efecto invernadero.

Artículo 2°. Definiciones. Para la interpretación 
y aplicación de la presente ley, se tendrán en cuenta 
las siguientes definiciones:

Movilidad Sostenible. Se entenderá por 
movilidad sostenible aquella que es capaz de 
satisfacer las necesidades de la sociedad de moverse 
libremente, acceder, comunicarse, comercializar 
o establecer relaciones sin sacrificar otros valores 
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humanos ecológicos básicos actuales o futuros. Es 
decir, debe incluir principios básicos de eficiencia, 
seguridad, equidad, bienestar (calidad de vida), 
competitividad y salud de conformidad a lo dispuesto 
por el World Business Council for Sustainable 
Development. 

Vehículo eléctrico: Un vehículo impulsado 
exclusivamente por uno o más motores eléctricos, que 
obtienen corriente de un sistema de almacenamiento 
de energía recargable, como baterías, u otros 
dispositivos portátiles de almacenamiento de 
energía eléctrica, incluyendo celdas de combustible 
de hidrógeno o que obtienen la corriente a través de 
catenarias. Estos vehículos no cuentan con motores 
de combustión interna o sistemas de generación 
eléctrica a bordo como medio para suministrar 
energía eléctrica.

Estación de carga rápida: Sistema que provee 
energía para la carga rápida de las baterías de 
vehículos eléctricos y que cuenta con una potencia 
de salida superior a 50 kilovatios.

Estación de carga lenta: Equipo que provee 
energía para la carga lenta de baterías de vehículos 
eléctricos y que tiene una potencia de salida entre 7 
kilovatios y 49 kilovatios.

Zona de Parquímetro: Zonas debidamente 
demarcadas y señalizadas, destinadas para el 
estacionamiento de vehículos en las vías públicas, 
previo pago de una tasa de uso a la administración 
distrital o municipal.

Vehículo de cero emisiones: Vehículo automotor 
impulsado por cualquier tecnología de motorización 
que, en virtud de la generación de su energía para 
propulsión, no emite emisiones contaminantes al 
aire ni gases de efecto invernadero.

Artículo 3°. Impuesto sobre Vehículos 
Automotores. Adiciónese el parágrafo 5º al artículo 
145 de la Ley 488 de 1998 el cual quedará así: 

Parágrafo 5º. Para los vehículos eléctricos, 
las tarifas aplicables no podrán superar en ningún 
caso, el uno por ciento (1%) del valor comercial del 
vehículo.

Artículo 4°. Descuento sobre la revisión técnico-
mecánica y de emisiones contaminantes. Dentro de 
los seis meses (6) siguientes a la entrada en vigencia 
de la presente ley, el Gobierno nacional, en cabeza 
del Ministerio de Transporte y el Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible, reglamentará los 
lineamientos técnicos necesarios para la Revisión 
Técnico-Mecánica y de emisiones contaminantes 
en el caso de vehículos eléctricos; así mismo, 
establecerán un descuento en el valor de la Revisión 
Técnico-Mecánica y de emisiones contaminantes 
consagrada en la Ley 1383 de 2010, a los vehículos 
eléctricos. La tarifa de descuento se establecerá 
teniendo en cuenta que estos vehículos tienen un 
equipamiento tecnológico diferente y no generan 
emisiones de gases contaminantes.

Artículo 5°. Incentivos al uso de vehículos 
eléctricos y de cero emisiones otorgados por 

parte de las entidades territoriales. Las entidades 
territoriales podrán desarrollar, promover y ofertar 
la adopción de esquemas de incentivos económicos 
para impulsar la movilidad eléctrica a nivel territorial 
tales como, descuentos sobre el registro o impuesto 
vehicular, tarifas diferenciadas de parqueaderos o 
exenciones tributarias.

Artículo 6°. Restricción a la circulación vehicular. 
Los vehículos eléctricos y de cero emisiones estarán 
exentos de las medidas de restricción a la circulación 
vehicular en cualquiera de sus modalidades que la 
autoridad de tránsito local disponga (pico y placa, 
día sin carro, restricciones por materia ambiental, 
entre otros), excluyendo aquellas que se establezcan 
por razones de seguridad.

Artículo 7°. Parqueaderos preferenciales. Las 
entidades públicas y los establecimientos comerciales 
que ofrezcan al público sitios de parqueo, en los 
municipios de categoría especial y los de primera y 
segunda categoría de acuerdo con lo establecido en 
la Ley 617 de 2000, deberán destinar un porcentaje 
mínimo del dos por ciento (2%) del total de plazas 
de parqueo habilitados, para el uso preferencial de 
vehículos eléctricos.

El Gobierno nacional, a través del Ministerio de 
Transporte, dentro de los doce (12) meses siguientes 
a la entrada en vigencia de la presente ley, deberá 
reglamentar vía decreto, la identificación de los 
parqueaderos preferenciales a los que se refiere el 
presente artículo, incluyendo un logotipo y color 
para los mismos.

En ningún caso, el inciso anterior podrá atentar 
contra las plazas de parqueo para personas de 
movilidad reducida que consagra la Ley 1287 de 
2009 ni la prioridad a los cicloparqueaderos que 
contempla la Ley 1811 de 2016.

Artículo 8°. Iniciativa pública de uso de vehículos 
eléctricos. Dentro de los tres (3) años a la entrada en 
vigencia de la presente ley, el Gobierno nacional en 
su conjunto y los prestadores del servicio público 
de transporte deberán cumplir con una cuota 
mínima del treinta (30) por ciento de vehículos 
eléctricos en los vehículos que anualmente sean 
comprados o contratados para su uso, teniendo en 
cuenta las necesidades de cada entidad para el caso 
del Gobierno nacional y la infraestructura con que 
cuenten. 

Parágrafo 1º. La anterior disposición solo aplicará 
para los segmentos de vehículos eléctricos que para 
la fecha en que se compren o contraten, tengan una 
oferta comercial en Colombia.

Parágrafo 2º. La Contraloría General de la 
República será la entidad encargada de hacer 
seguimiento y control al cumplimiento del presente 
artículo.

Parágrafo 3°. Las ciudades que cuenten con 
Sistemas de Transporte Masivo deberán implementar 
políticas públicas y acciones tendientes a garantizar 
que un porcentaje de los vehículos utilizados para 
la operación de las flotas, sean eléctricos o de 
cero emisiones contaminantes cuando se pretenda 
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aumentar la capacidad transportadora de los 
sistemas, cuando se requiera reemplazar un vehículo 
por destrucción total o parcial que imposibilite su 
utilización o reparación y cuando finalice su vida útil 
y requiera reemplazarse, de acuerdo con el siguiente 
cronograma:

a)	 A partir de 2020, mínimo el diez (10) por 
ciento de los vehículos adquiridos;

b)	 A partir de 2024, mínimo el treinta (30) por 
ciento de los vehículos adquiridos;

c)	 A partir de 2028, mínimo el setenta (70) por 
ciento de los vehículos adquiridos;

d)	 A partir de 2030, el cien (100) por ciento de 
los vehículos adquiridos.

Artículo 9°. Estaciones de carga rápida 
públicas. Dentro de los tres (3) años siguientes 
a la entrada en vigencia de la presente ley, los 
municipios de categoría especial, excluyendo de 
estos a Buenaventura y Tumaco, podrán garantizar 
que existan en su territorio, como mínimo, cinco (5) 
estaciones de carga rápida públicas en condiciones 
funcionales. Para la construcción de la infraestructura 
de las estaciones de que trata el presente artículo, los 
municipios podrán realizar asociaciones público-
privadas.

Parágrafo 1º. En el mismo período de tiempo, 
Bogotá, D. C., deberá garantizar que existan como 
mínimo, diez (10) estaciones de carga rápida en 
condiciones funcionales.

Parágrafo 2º. La baja oferta de vehículos 
eléctricos no podrá ser una causal que exima al 
Gobierno nacional y a los municipios de cumplir la 
anterior disposición.

Parágrafo 3º. La instalación de las estaciones de 
carga rápida es responsabilidad de los municipios. 
Sin embargo, el funcionamiento de las mismas será 
garantizado por las respectivas empresas de energía 
que prestan el servicio a cada municipio.

Parágrafo 4º. En concordancia con el objeto de 
la presente ley, los municipios quedarán facultados 
para desarrollar infraestructura de recarga de 
vehículos eléctricos en su espacio público. 

Parágrafo 5º. El Gobierno nacional reglamentará 
las condiciones necesarias para que en las estaciones 
de recarga de combustible fósil se pueda ampliar la 
oferta de servicios al incluir puntos de recarga para 
vehículos eléctricos.

Artículo 10. Disposiciones urbanísticas. Las 
autoridades de planeación de los distritos y municipios 
de categoría 0, 1, 2 y 3 junto con el Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio, reglamentarán los 
lineamientos técnicos necesarios para garantizar 
que los edificios de uso residencial y comercial, 
cuya licencia de construcción se radique en legal 
y debida forma, a partir de la entrada en vigencia 
de la presente ley, cuenten con una acometida de 
electricidad para recarga o el repostaje de vehículos 
eléctricos. Los accesos a la recarga deberán contar 
con las medidas de seguridad necesarias orientadas 

a que sea el respectivo propietario quien acceda para 
efectos de asumir el costo del consumo. 

Parágrafo 1°. Para efectos del cumplimiento de 
la obligación establecida en el presente artículo, 
el constructor deberá dejar la infraestructura de 
soporte cercana al lugar de parqueo (tubería, 
cajas de paso y punto de conexión para una carga 
convencional monofásica empleada para la misma 
intensidad y voltaje que necesita una (1) vivienda); 
sin incluir cableado, equipos de conexión para la 
recarga o repostaje correspondiente. Por su parte, las 
empresas prestadoras del servicio público de energía 
instalarán a costo del propietario del inmueble, la 
acometida y realizarán el cobro diferido de la misma, 
en la factura del servicio público. Las inspecciones 
de las instalaciones de recarga y el mantenimiento 
de la red de carga dentro de la edificación serán 
responsabilidad de la empresa de energía. 

Parágrafo 2°. Los proyectos de Vivienda de Interés 
Social y de Interés Prioritario estarán exceptuados 
del cumplimiento de la obligación contemplada en 
el presente artículo.

Artículo 11. Todas las empresas importadoras de 
vehículos eléctricos o híbridos deben garantizar el 
importe de autopartes y repuestos para los vehículos 
de estas características. El Gobierno nacional a 
través del Ministerio de Transporte y el Ministerio 
de Comercio reglamentarán la medida.

Artículo 12. Vigencia y derogatorias.
La presente ley rige a partir de su promulgación y 

deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

CÁMARA DE REPRESENTANTES
COMISIÓN SEXTA CONSTITUCIONAL 

PERMANENTE
SUSTANCIACIÓN

INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO 
DEBATE

Bogotá, D. C., 2 de abril de 2019.
Autorizo la publicación del presente informe 

de ponencia para segundo debate, el pliego de 
modificaciones, el texto que se propone para 
segundo debate y el texto aprobado en primer debate 
del Proyecto de ley número 243 de 2018 Cámara, 75 
de 2017 Senado, por medio de la cual se promueve 
el uso de vehículos eléctricos en Colombia y se 
dictan otras disposiciones.
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La ponencia fue firmada por los honorables 
Representantes Martha Patricia Villalba Hodwalker 
(Ponente Coordinadora), Esteban Quintero Cardona, 
Rodrigo Rojas Lara.

Mediante Nota Interna número C.S.C.P. 3.6 - 097 
/ del 2 de abril de 2019, se solicita la publicación en 
la Gaceta del Congreso de la República.

TEXTO APROBADO EN PRIMER 
DEBATE POR LA COMISIÓN SEXTA 
CONSTITUCIONAL PERMANENTE 
DE LA HONORABLE CÁMARA DE 
REPRESENTANTES EN SESIÓN DEL DÍA 
VEINTIOCHO (28) DE NOVIEMBRE DE 
2018, AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 243 

DE 2018 CÁMARA, 75 DE 2017 SENADO

por medio de la cual se promueve el uso de 
vehículos eléctricos en Colombia y se dictan otras 

disposiciones.

El Congreso de Colombia,
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por 
objeto generar esquemas de promoción al uso de 
vehículos eléctricos y de cero emisiones, con el 
fin de contribuir a la movilidad sostenible y a la 
reducción de emisiones contaminantes y de gases de 
efecto invernadero.

Artículo 2°. Definiciones. Para la interpretación 
y aplicación de la presente ley, se tendrán en cuenta 
las siguientes definiciones:

Movilidad sostenible. Se entenderá por 
movilidad sostenible aquella que es capaz de 
satisfacer las necesidades de la sociedad de moverse 
libremente, acceder, comunicarse, comercializar o 
establecer relaciones sin sacrificar otros valores 
humanos ecológicos básicos actuales o futuros. 
Es decir, debe incluir principios básicos de 
eficiencia, seguridad, equidad, bienestar (calidad 
de vida), competitividad y salud de conformidad 
a lo dispuesto por el World Business Council for 
Sustainable Development.

Vehículo eléctrico: Un vehículo impulsado 
exclusivamente por uno o más motores eléctricos, que 
obtienen corriente de un sistema de almacenamiento 
de energía recargable, como baterías, u otros 
dispositivos portátiles de almacenamiento de 
energía eléctrica, incluyendo celdas de combustible 
de hidrógeno o que obtienen la corriente a través de 
catenarias. Estos vehículos no cuentan con motores 
de combustión interna o sistemas de generación 
eléctrica a bordo como medio para suministrar 
energía eléctrica.

Estación de carga rápida: Sistema que provee 
energía para la carga rápida de las baterías de 
vehículos eléctricos y que cuenta con una potencia 
de salida superior a 50 kilovatios.

Estación de carga lenta: Equipo que provee 
energía para la carga lenta de baterías de vehículos 
eléctricos y que tiene una potencia de salida entre 7 
kilovatios y 49 kilovatios.

Zona de parquímetro: Zonas debidamente 
demarcadas y señalizadas, destinadas para el 
estacionamiento de vehículos en las vías públicas, 
previo pago de una tasa de uso a la administración 
distrital o municipal.

Vehículo de cero emisiones: Vehículo impulsado 
por combustible de hidrógeno generado por fuente de 
propulsión con batería portable dentro del vehículo.

Artículo 3°. Impuesto sobre Vehículos 
Automotores. Adiciónese el parágrafo 5° al artículo 
145 de la Ley 488 de 1998 el cual quedará así:

Parágrafo 5°. Para los vehículos eléctricos, las 
tarifas aplicables no podrán superar en ningún caso, el 
uno por ciento (1%) del valor comercial del vehículo.

Artículo 4°. Descuento sobre la revisión técnico-
mecánica y de emisiones contaminantes. Dentro de 
los seis meses (6) siguientes a la entrada en vigencia 
de la presente ley, el Gobierno nacional, en cabeza 
del Ministerio de Transporte y el Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible, reglamentará los 
lineamientos técnicos necesarios para la Revisión 
Técnico-Mecánica y de emisiones contaminantes 
en el caso de vehículos eléctricos; así mismo, 
establecerán un descuento en el valor de la Revisión 
Técnico-Mecánica y de emisiones contaminantes 
consagrada en la Ley 1383 de 2010, a los vehículos 
eléctricos. La tarifa de descuento se establecerá 
teniendo en cuenta que estos vehículos tienen un 
equipamiento tecnológico diferente y no generan 
emisiones de gases contaminantes.

Artículo 5°. Incentivos al uso de vehículos 
eléctricos, y de cero emisiones otorgados por 
parte de las entidades territoriales. Las entidades 
territoriales podrán desarrollar, promover y ofertar 
la adopción de esquemas de incentivos económicos 
para impulsar la movilidad eléctrica a nivel territorial 
tales como, descuentos sobre el registro o impuesto 
vehicular, tarifas diferenciadas de parqueaderos o 
exenciones tributarias.

Artículo 6°. Restricción a la circulación vehicular. 
Los vehículos eléctricos, y de cero emisiones estarán 
exentos de las medidas de restricción a la circulación 
vehicular en cualquiera de sus modalidades que la 
autoridad de tránsito local disponga (pico y placa, 
día sin carro, restricciones por materia ambiental, 
entre otros); excluyendo aquellas que se establezcan 
por razones de seguridad.

Artículo 7°. Parqueaderos preferenciales. Las 
entidades públicas y los establecimientos comerciales 
que ofrezcan al público sitios de parqueo, en los 
municipios de categoría especial y los de primera y 
segunda categoría de acuerdo con lo establecido en 
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la Ley 617 de 2000, deberán destinar un porcentaje 
mínimo del dos por ciento (2%) del total de plazas 
de parqueo habilitados, para el uso preferencial de 
vehículos eléctricos.

El Gobierno nacional, a través del Ministerio de 
Transporte, dentro de los seis (6) meses siguientes 
a la entrada en vigencia de la presente ley, deberá 
reglamentar vía decreto, la identificación de los 
parqueaderos preferenciales a los que se refiere el 
presente artículo, incluyendo un logotipo y color 
para los mismos.

En ningún caso, el inciso anterior podrá atentar 
contra las plazas de parqueo para personas de 
movilidad reducida que consagra la Ley 1287 de 
2009 ni la prioridad a los cicloparqueaderos que 
contempla la Ley 1811 de 2016.

Artículo 8°. Iniciativa pública de uso de vehículos 
eléctricos. Dentro de los tres (3) años a la entrada en 
vigencia de la presente ley, el Gobierno nacional, en 
su conjunto, deberá cumplir con una cuota mínima 
del treinta (30) por ciento de vehículos eléctricos 
en los vehículos que anualmente sean comprados 
o contratados para su uso; teniendo en cuenta las 
necesidades de cada entidad y la infraestructura con 
que cuenten.

Parágrafo 1°. La anterior disposición solo 
aplicará para los segmentos de vehículos eléctricos 
que para la fecha en que se compren o contraten, 
tengan una oferta comercial en Colombia.

Parágrafo 2°. La Contraloría General de la República 
será la entidad encargada de hacer seguimiento y 
control al cumplimiento del presente artículo.

Parágrafo 3°. Los prestadores del servicio público 
de transporte, deberán cumplir con una cuota mínima 
del treinta (30) por ciento de vehículos eléctricos en 
los vehículos que anualmente ingresen a prestar el 
servicio.

Artículo 9°. Estaciones de carga rápida públicas. 
Dentro de los tres (3) años siguientes a la entrada en 
vigencia de la presente ley, los municipios de categoría 
especial, excluyendo de estos a Buenaventura y Tumaco, 
deberán garantizar que existan en su territorio, como 
mínimo, cinco (5) estaciones de carga rápida públicas 
en condiciones funcionales. Para la construcción de la 
infraestructura de las estaciones de que trata el presente 
artículo, los municipios podrán realizar asociaciones 
público-privadas.

Parágrafo 1°. En el mismo período de tiempo, 
Bogotá, D. C., deberá garantizar que existan como 
mínimo, diez (10) estaciones de carga rápida en 
condiciones funcionales.

Parágrafo 2°. La baja oferta de vehículos 
eléctricos no podrá ser una causal que exima al 
Gobierno nacional y a los municipios de cumplir la 
anterior disposición.

Parágrafo 3°. La instalación de las estaciones de 
carga rápida es responsabilidad de los municipios. 
Sin embargo, el funcionamiento de las mismas será 
garantizado por las respectivas empresas de energía 
que prestan el servicio a cada municipio.

Artículo 10. Disposiciones urbanísticas. Las 
autoridades de planeación de los distritos y municipios 
de categoría 0, 1, 2 y 3 junto con el Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio, reglamentarán los 
lineamientos técnicos necesarios para garantizar 
que los edificios de uso residencial y comercial, 
cuya licencia de construcción se radique en legal 
y debida forma, a partir de la entrada en vigencia 
de la presente ley, cuenten con una acometida de 
electricidad para recarga o el repostaje de vehículos 
eléctricos. Los accesos a la recarga deberán contar 
con las medidas de seguridad necesarias orientadas 
a que sea el respectivo propietario quien acceda para 
efectos de asumir el costo del consumo.

Parágrafo 1°. Las empresas prestadoras del 
servicio público de energía instalarán a costo del 
propietario del inmueble, la acometida y realizarán el 
cobro diferido de la misma, en la factura del servicio 
público. Las inspecciones de las instalaciones de 
recarga y el mantenimiento de la red de carga dentro 
de la edificación serán responsabilidad de la empresa 
de energía.

Parágrafo 2°. Los proyectos de Vivienda de Interés 
Social y de Interés Prioritario estarán exceptuados 
del cumplimiento de la obligación contemplada en 
el presente artículo.

Artículo 11. Todas las empresas importadoras de 
vehículos eléctricos o híbridos deben garantizar el 
importe de autopartes y repuestos para los vehículos 
de estas características, el Gobierno nacional a 
través del Ministerio de Transporte y el Ministerio 
Comercio reglamentará la medida.

Artículo 12. Vigencia y derogatorias.
La presente ley rige a partir de su promulgación y 

deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.
CÁMARA DE REPRESENTANTES

COMISIÓN SEXTA CONSTITUCIONAL 
PERMANENTE

28 de noviembre de 2018.
En sesión de la fecha fue aprobado en primer 

debate y en los términos anteriores el Proyecto 
de ley número 243 de 2018 Cámara, 75 de 2017 
Senado, por medio de la cual se promueve el uso de 
vehículos eléctricos en Colombia y se dictan otras 
disposiciones (Acta número 021 de 2018), previo 
anuncio de su votación en sesión ordinaria del día 
27 de noviembre de 2018 según Acta número 020 de 
2018, respectivamente, en cumplimiento del artículo 
8° del Acto Legislativo número 01 de 2003.

Lo anterior con el fin de que el citado proyecto 
siga su curso legal en segundo debate en la Plenaria 
de la Cámara de Representantes.
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